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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann, y de Agricultura, señor José Antonio Galilea Vidaurre.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 16 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 55ª y 58ª, especiales, y 56ª y 57ª, ordinarias, en 27, 28 y 29 de septiembre del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial (boletín N° 7.187-04).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, en relación con las iniciativas que se indican a continuación:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, para dotar de atribuciones en materia financiera, entre otros, al Servicio Nacional del Consumidor (boletín N° 7.094-03).



2.- Proyecto de ley que denomina “Ruka Moñen Tayu Folil, Juan Cayupi Huechicura” al Museo Folclórico Araucano Juan Antonio Ríos (boletín N° 7.023-24).



Con el tercero retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto que modifica la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos irregulares, y renueva su vigencia (boletín N° 6.830-14).



2.- Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C (boletín Nº 7.617-15).



3.- Proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional (boletín N° 4.864-29).



4.- Proyecto que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, incorporando la presunción de declaración y no pago de las cotizaciones de salud al sistema de isapres, y homologando el interés penal y la multa por no pago de tales cotizaciones a los contemplados en el decreto ley N° 3.500 y en la ley N° 17.322 (boletín N° 6.312-11).



5.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Silvestres Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas (boletín N° 7.487-12).



Con el mismo mensaje hace presente la urgencia, calificada de “simple”, en cuanto al proyecto de ley que regula la venta y el arriendo de videojuegos excesivamente violentos a menores de 18 años y que exige control parental a consolas (boletín N° 5.579-03).



Con el cuarto hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho del proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Cantero, relativo al fortalecimiento de la radiodifusión regional y local (boletín N° 7.931-15).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que prestó su aprobación, con las enmiendas que indica, al proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios, con urgencia calificada de “suma” (boletín N° 7.534-07).



--Queda para tabla.



Con el segundo indica que rechazó algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que regula la instalación de antenas emisoras y transmisoras de servicios de telecomunicaciones (boletín N° 4.991-15), e informa la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse, conforme lo dispone el artículo 71 de la Constitución Política.


--Se toma conocimiento y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, se designa a los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones para que integren la referida Comisión Mixta.



Con el tercero comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta, constituida para resolver la divergencia suscitada durante la tramitación del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.



Con el último remite el mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, mediante el cual inicia la tramitación del proyecto de Ley de Presupuestos para el año 2012 (boletín N° 7.972-05).



Asimismo, para los efectos de lo establecido en el inciso primero del artículo 67 de la Carta Fundamental, hace presente que dicho mensaje fue recibido el día 30 de septiembre del año en curso.



--Pasa a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.



Dos de la Excelentísima Corte Suprema, con los que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, emite su parecer en cuanto a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Escalona, que modifica el Código de Justicia Militar en materia de competencia por delitos en que aparezcan involucrados menores de edad (boletín N° 7.887-07).



2.- Proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo en lo relativo a la participación de los menores en espectáculos públicos (boletín Nº 5.117-13).



--Se toma conocimiento y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en el ejercicio del control de constitucionalidad del proyecto de ley relativo al plazo de renuncia a un partido político para presentar candidaturas independientes (boletín N° 6.974-06).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia el Presidente de la República.


Envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 22 de la Ley sobre Efecto Retroactivo de las Leyes.



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 768 del Código de Procedimiento Civil; 418 del Código Procesal Penal; 41 del decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, y 38 de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro (s) de Defensa Nacional:



Contesta un oficio, enviado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la provisión de cargos en la empresa de Astilleros y Maestranzas de la Armada (ASMAR).



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Quintana, relativo al estado del camino Flor del Valle-Carén, comuna de Melipeuco.



Responde un oficio, expedido en nombre del mismo señor Senador, sobre factibilidad de realizar enrocamiento de río Purén, sector de La Isla, Región de La Araucanía.



Contesta una petición, enviada en nombre del Senador señor Frei (don Eduardo), para considerar la construcción de una pasarela peatonal entre Villa Los Ríos y Villa San Pedro sobre la Ruta 5 Sur, comuna de Los Lagos.



Atiende una solicitud de información, dirigida en nombre de la Senadora señora Alvear, respecto de obras en puntos inundables de la Región Metropolitana.



Responde un oficio, expedido en nombre del Senador señor Horvath, sobre construcción de tramo faltante del camino Austral entre Puerto Montt y Chaitén.



Contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referida a mantenimiento de caminos en localidades de Pellín, Chupallar y Menque, comuna de Tomé.



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Bianchi, respecto de avance de diversos proyectos de infraestructura en la provincia Antártica Chilena, Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Informa sobre creación de nueva Plataforma Ministerial de Atención de Solicitudes y de Unidad de Relación Ciudadana y Gestión de Información Ministerial.



Atiende oficio, cursado en nombre del Senador señor Navarro, acerca de exigencias en bases de licitación de obras de reconstrucción en Regiones afectadas por el terremoto y el tsunami.



Del señor Ministro de Salud:



Responde consulta, dirigida en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, sobre pago de jornadas extendidas de urgencia en hospital de Porvenir.



Contesta oficio, enviado en nombre del Senador señor Prokurica, en que solicita información relativa a las becas de especialización médica y su obligación de retorno al Sistema Nacional de Servicios de Salud.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Atiende solicitudes de información, remitidas en nombre de la Senadora señora Rincón, en relación con los subsidios para viviendas nuevas y de reparación en las comunas de Villa Alegre y Pelluhue.



Responde un oficio, enviado en nombre del Senador señor Horvath, acerca del plazo para postular al programa Fondo Solidario I.



Da respuesta a un oficio, remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de extensión de subsidio al consumo de energía eléctrica a campamentos de la Región del Biobío.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:



Contesta un oficio, dirigido en nombre del Senador señor Navarro, sobre efectos en la salud humana del antimonio utilizado en sistema de frenos de vehículos motorizados.



Del señor Ministro (s) del Medio Ambiente:



Atiende un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señor Letelier, señoras Allende y Rincón y señores Girardi, Gómez, Larraín (don Hernán), Muñoz Aburto y Zaldívar (don Andrés), sobre medidas de protección del embalse Rapel (boletín N° S 1.396-12).



Responde un acuerdo adoptado por el Senado, a proposición de los Senadores señora Rincón y señor Sabag, respecto de declaración del río Archibueno como Santuario de la Naturaleza (boletín N° S 1.363-12).



Del señor Subsecretario del Interior:



Contesta una solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Zaldívar (don Andrés), acerca de reposición de fondos a la Municipalidad de Sagrada Familia, destinados a emergencias producto del terremoto.



Del señor Director del Servicio Electoral:



Responde una petición de información, cursada en nombre de la Senadora señora Pérez (doña Lily), sobre dificultades de operación del Sistema de Inscripción Automática y Voto Voluntario.



De la señora Directora Nacional de Obras Hidráulicas:



Remite información, solicitada en nombre de la Senadora señora Rincón, acerca de Planta de Tratamiento de Aguas Servidas y Proyecto de Alcantarillado en comuna de Retiro.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Informes



De las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización, y de Hacienda, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fomenta el mercado de cruceros turísticos, con urgencia calificada de “suma” (boletines N°s 7.528-06 y 7.285-06, refundidos).



Nuevo primer informe de la Comisión de Obras Públicas, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Gómez, en primer trámite constitucional, que establece compensación a usuarios por interrupción, restricción o racionamiento del suministro de agua potable (boletín N° 7.636-09).



De la misma Comisión, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que dicta normas sobre compensaciones a los usuarios de servicios de distribución de agua potable en casos de interrupciones o suspensiones no autorizadas o no comunicadas previamente a ellos (boletín N° 2.357-09).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre fomento de la pesca artesanal, Comisión Nacional de Acuicultura y Consejos Zonales de Pesca (boletín N° 7.947-03).



De la Comisión de Salud, recaído en el proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Girardi, Chahuán, Rossi y Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo (boletín N° 7.456-11).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señor Bianchi, señoras Pérez (doña Lily) y Rincón y señores Prokurica y Walker (don Patricio), con la que dan inicio a un proyecto de ley que sanciona uso de menores o incapaces con fines de mendicidad (boletín Nº 7.964-07).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Walker (don Ignacio), Pizarro, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que permite la interrupción del embarazo ante riesgo demostrado para la vida de la madre (boletín Nº 7.965-11).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señoras Alvear y Allende y señores Bianchi, Frei (don Eduardo) y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que instituye el 6 de octubre de cada año como “Día Nacional del Trabajador Ferroviario” (boletín Nº 7.974-13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señora Alvear, señor Walker (don Patricio), señora Allende y señores Rossi y Zaldívar (don Andrés), con la que inician un proyecto de ley que establece la obligación del Servicio de Registro Civil e Identificación de llevar un registro de domicilios.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, en conformidad con lo dispuesto en el N° 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Uriarte para ausentarse del territorio nacional entre los días 8 y 15 de octubre del año en curso.



--Se accede.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, se acaba de informar que se ha recibido un oficio de la Excelentísima Corte Suprema en que emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en una moción de mi autoría, que modifica el Código de Justicia Militar en materia de competencia por delitos en que aparezcan involucrados menores de edad.



El Máximo Tribunal da un informe favorable a la iniciativa.



Como los parlamentarios no tenemos capacidad legislativa para fijar urgencia a las mociones -ello no está establecido- y la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia tiene una tabla archicopada, solicito que dicho órgano técnico tome debida nota del oficio de la Corte Suprema y coloque en tabla el proyecto mencionado.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, en primer término, solicito que se curse un oficio al Primer Mandatario en atención a que se declaró inadmisible la moción que presentamos junto con los Senadores señoras Allende y Alvear y señores Rossi y Andrés Zaldívar, con la que se daba inicio a un proyecto que establece la obligación del Servicio de Registro Civil de llevar un registro de domicilios.



Como se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, queremos pedir el patrocinio del Ejecutivo para poder tramitar este proyecto e implementar de manera óptima la inscripción automática y el voto voluntario.



Y en segundo lugar, el Gobierno presentó a tramitación el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción automática, en el cual se entrega la facultad al Servicio Electoral para acceder a la información sobre los domicilios de los futuros electores que posee el Registro Civil. 



Dicha iniciativa se envió solo a la Comisión de Gobierno, en circunstancias de que el proyecto de ley sobre inscripción automática, Servicio Electoral y sistema de votaciones se está viendo en Comisiones unidas de Constitución y de Gobierno. El punto se planteó el otro día en el primer órgano técnico, y hay buen ambiente para que aquella iniciativa también vaya a Comisiones unidas.



Por tal motivo, solicito recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática también sea analizado en las referidas Comisiones unidas.

El señor GIRARDI (Presidente).- Su segunda petición, señor Senador, está resuelta en los acuerdos de Comités, a los que dará lectura a continuación el señor Secretario General.



Si después de ello le quedan dudas, podremos revisar el asunto.



Respecto del oficio al Ejecutivo por usted solicitado, si le parece a la Sala, se le dará curso.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, deseo agregar algo más a lo señalado por el Senador señor Patricio Walker. 



En una reunión de las Comisiones de Gobierno y de Constitución, unidas, se le pidió al Ejecutivo -estaba presente el Subsecretario General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado- que se diera patrocinio a la referida moción, pues ella nos permitirá avanzar a fin de tener las mejores condiciones para aplicar la inscripción automática.



Y en principio, el representante del Gobierno se mostró de acuerdo. 



Además, informo al Honorable señor Patricio Walker que su otra petición fue planteada en la reunión de Comités y ya está acordado. Espero que se ratifique en la Sala el que las Comisiones unidas de Gobierno y de Constitución revisen el proyecto que facilita el proceso de inscripción electoral automática, que solo se había enviado a la primera de ellas, lo cual me parece un error.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, solicito recabar la anuencia de la Sala para que el proyecto que figura en el cuarto lugar de la tabla, el que establece incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, que se halla para discusión general y que viene aprobado en forma unánime de la Cámara de Diputados y de la Comisión de Educación del Senado, se trate como si fuera de Fácil Despacho.  Así, se podría fijar pronto plazo para presentar indicaciones, si las hubiera.



Se trata de una iniciativa aprobada por unanimidad en todas y cada una de las instancias de la Cámara Baja. 



Si no vemos hoy este asunto, quedará siempre en un lugar muy al final de la tabla. Y considero importante sacarlo adelante.



Esa es la razón de mi solicitud, en cumplimiento del Reglamento.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le pareciera a la Sala, se accedería a lo solicitado.



No hay acuerdo.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, pido recabar la autorización para que la Comisión de Educación pueda sesionar en forma paralela con la Sala a partir de las 19. Esto, debido a que aquella se encuentra convocada para tratar reformas constitucionales.

El señor GIRARDI (Presidente).- ¿Hay acuerdo?



--Se accede.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1) Abrir nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley sobre requisitos de funcionamiento de las universidades no estatales, en relación con el lucro (boletín N° 7.760-04), hasta las 13 del martes 11 de octubre, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



2) No considerar en esta sesión la iniciativa que prohíbe aportes estatales a entidades que persigan fines de lucro en la educación (boletín Nº 7.856-04) e incorporarla al Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana.



3) Tratar el proyecto sobre interés máximo convencional, signado con el Nº 10, en el séptimo lugar del Orden del Día de la presente sesión, y ubicar en el último lugar de la tabla el que aparece en el Nº 7, que despenaliza la interrupción del embarazo (boletines Nºs 7.373-07, 6.522-11 y 6.591-11, refundidos).



4) Tratar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana el proyecto de ley que fomenta el mercado de cruceros turísticos (boletines Nºs 7.528-06 y 7.285-06, refundidos). 



5) Disponer que la iniciativa que modifica límites intercomunales entre Combarbalá y Punitaqui, en la Región de Coquimbo, y entre Puerto Varas y Puerto Montt, en la Región de Los Lagos (boletín Nº 6.733-06), sea considerada, primero, por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y, luego, por la de Hacienda.



6) Enviar el proyecto de ley que facilita el proceso de inscripción electoral automática (boletín N° 7.962-06) a Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, unidas.



7) Retirar del Tiempo de Votaciones de esta sesión el proyecto de acuerdo signado con el N° 6, sobre creación de Comisión Bicameral para el estudio de un anteproyecto de nueva Constitución Política (boletín N° S 1.412-12), y colocarlo en el Tiempo de Votaciones de la sesión del martes 11 de octubre.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, uno de los acuerdos de Comités es ubicar el proyecto de ley relativo al aborto en el último lugar de la tabla.



Yo y otros parlamentarios (los Senadores señores Pizarro y Coloma) asistiremos la semana subsiguiente, en representación de la Corporación, a una reunión de la Unión Interparlamentaria Mundial en Suiza.



Ante ello, pido que se acuerde que la discusión de esa materia se deje para la primera semana de noviembre; así todos podremos participar en el debate.



¡No quiero que se pierda el voto del Senador Pizarro en ese proyecto tan relevante...!

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay ningún problema.



Creo que lo importante es que se debata profundamente esa iniciativa.



Queda para ser tratada en la primera semana de noviembre.
V. ORDEN DEL DÍA

DEROGACIÓN DE DERECHO PREFERENTE COMO CRITERO PARA RESOLUCIÓN DE OTORGAMIENTO DE PERMISO DE SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones derogando el derecho preferente a que se refiere el artículo 13 C, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7617-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 51ª, en 7 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesiones 54ª, en 14 de septiembre de 2011 (queda para segunda discusión); 56ª, en 27 de septiembre de 2011 (se aplaza su votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que el Comité Partido MAS solicitó en la sesión del martes 27 de septiembre pasado el aplazamiento de la votación del proyecto, por lo que ahora corresponde pronunciarse al respecto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pido que ponga en votación la iniciativa. Ello debió haber ocurrido ayer, pero se pidió postergación. 



En consecuencia, hoy día no corresponde discutir, sino solo votar.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor y dos abstenciones) y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Coloma, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Girardi, Gómez, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron los señores Escalona y García.

ENMIENDA DE LEY SOBRE SUBVENCIÓN ESCOLAR PREFERENCIAL

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.248, de subvención escolar preferencial, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7187-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 73ª, en 7 de diciembre de 2010.


Informes de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Hacienda: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.


Discusión:



Sesión 89ª, en 19 de enero de 2011 (se aprueba en general).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 19 de enero del año en curso.



Los informes de ambas Comisiones dejan constancia de que los números 15 y 16 del artículo único no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general, el cual efectúa adecuaciones de referencias legales.



Esas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología realizó diversas modificaciones al texto aprobado en general, las que acordó por unanimidad, con excepción de tres que se darán a conocer.



Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo varias enmiendas al texto despachado por la Comisión de Educación, que fueron aprobadas unánimemente.



Las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Por último, tendrán que votarse separadamente las enmiendas no acogidas por unanimidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, este proyecto se aprobó hace ya varios meses, como señaló el señor Secretario en la relación.



Y la razón por la cual ahora debemos votarlo en la Sala tiene que ver con que durante gran parte de su tramitación el Ejecutivo insistió en efectuar modificaciones que, en opinión de muchos Senadores de la Comisión de Educación, se apartaban claramente del espíritu de la ley de subvención escolar preferencial. Como se sabe, esta data del año 2008, y según especialistas de distinto signo, claramente es uno de los factores que más han contribuido a mejorar los aprendizajes de los estudiantes, que en los últimos años han medido la prueba SIMCE y el informe PISA.



Por lo tanto, resultaba fuertemente cuestionable modificar en forma tan sustantiva la SEP. Según conocemos, esta es voluntaria y busca atender a cerca de un millón de jóvenes que se encuentran en condición de alumnos prioritarios, vulnerables, sometidos a un sistema de calificación para esos efectos nada fácil, bastante complejo, engorroso y que incluso depende de la información entregada por distintos Ministerios, como la Ficha de Protección Social, índices de vulnerabilidad de la JUNAEB, indicadores relativos a salud y otros.



En consecuencia, se trata de un debate complicado. Pero quiero destacar aquí el rol del Ministro señor Bulnes, porque apenas asumió su cargo entendió que el escalonamiento planteado en la propuesta original del Ministerio desnaturalizaba claramente la subvención.



Es preciso señalar que la ley SEP apunta a entregar más recursos a los niños más vulnerables, y tiende a beneficiar aproximadamente al 40 por ciento más pobre.



Por consiguiente, la distinción inicial de otorgar más recursos al 20 por ciento más pobre -28 por ciento de incremento- y un aumento de 14 por ciento al quintil inmediatamente siguiente (el segundo) nos parecía que en nada aportaban a seguir mejorando la calidad del aprendizaje, por cuanto la subvención se dirige a un segmento en general bastante homogéneo.



En efecto, desde el punto de vista sociocultural, no se dan grandes diferencias en las familias. Hablamos de aquellas de bajo nivel cultural, de educación media incompleta; es decir, con poca diversidad entre un quintil y otro.



Más aún, es preciso considerar que este beneficio no se entrega al alumno. Constituye un factor para determinar la subvención, pero finalmente esta va al establecimiento. En teoría, en este no debiera haber mayores diferencias. Es muy raro que dentro de la sala de clases un profesor haga distingos entre el 40 por ciento más vulnerable y el porcentaje que no lo es.



Hay programas de la JUNAEB que hacen esa diferencia. Lo conversamos con el ex Ministro señor Lavín y también con el Ministro señor Bulnes.



Nos parece que, desde el punto de vista pedagógico, es una cuestión bastante discutible. Me refiero concretamente a la tercera colación que reciben a algunas horas del día los alumnos más vulnerables.



Señor Presidente, insisto: si en la actualidad hay un debate importante en el país es el de la educación. Y el asunto de la subvención escolar preferencial en el marco de la discusión presupuestaria no es menor.



Sé que muchos señores Senadores están muy interesados en la materia, que será central, porque gran parte del incremento que anunció el Gobierno en este 7,2 por ciento de expansión del gasto en educación tiene que ver justamente con la subvención escolar preferencial, que se lleva parte importante de esos recursos.



Este instrumento, a mi juicio, es necesario. También lo es incrementar los fondos.



Quiero reiterar la disposición que ha mostrado el Ministro señor Bulnes para flexibilizar en esta materia y despejar una votación que estaba entrampada. El escalonamiento claramente no iba a proporcionar mejora alguna en los aprendizajes.



Algunos, incluso, pensaban que lo que se buscaba aquí era convertir la SEP en una especie de supersubvención,  hiperfocalizada, lo que traería más segregación al sistema, el cual -como se sabe- ya está sumamente segmentado.



En la Comisión, nosotros concurrimos con nuestra votación favorable basados en los aspectos que señalé.



También escuchamos a la Contraloría General de la República respecto de  algunas cuestiones que luego se transformaron en indicaciones que suscribimos junto con el Senador señor Ignacio Walker, y que tienen que ver con otorgar mayor transparencia.



Estamos hablando de que la ley SEP ya es -diría- extraordinariamente transparente, pero, al mismo tiempo, de lo más estricta en cuanto a su rendición, a diferencia de la subvención general, que es la que aporta mayores recursos.



En tal sentido, resulta imposible no unir este debate con el que tiene lugar respecto del proyecto sobre el lucro. Porque cuando se planteó lo relativo a este, algunos sectores -especialmente los interesados en esta materia: los establecimientos que hoy son sociedades comerciales- ya han iniciado una campaña del terror en el país, según la cual se les van a quitar las subvenciones, se cerrarán colegios y poco menos que viene un proceso expropiatorio.



Pues bien, lo que se busca simplemente es establecer una mayor fiscalización.



La subvención general -que a muchos establecimientos les significa el 40 o 50 por ciento de los recursos- no tiene algún tipo de control. Se rinde de manera muy genérica. De modo que hoy día se ha transformado en un fondo de libre disposición que no tienen ni siquiera el Presidente de la República, ni el Ministro de Educación, ni un alcalde, ni ninguna autoridad que administre fondos públicos.



Por eso hablamos de mayor fiscalización y de una rendición de cuentas exhaustiva.



Hay muchos otros aspectos.



Sé que los demás miembros de la Comisión de Educación se van a referir a esta iniciativa.



Señor Presidente, este proyecto, junto con aumentar en forma pareja los recursos para el 40 por ciento de los alumnos más vulnerables, sin diferenciar entre colegios municipales y particulares subvencionados, lucren o no, contiene otro aspecto positivo respecto del cual el Ministro señor Bulnes recogió el planteamiento mayoritario de la Comisión y que tiene que ver con la flexibilización a la que apuntaba el proyecto original: mantener las actuales áreas a las cuales se destinan estos recursos. Nos referimos a convivencia escolar, gastos de administración y una serie de herramientas que han dado buenos resultados.



Por lo tanto, si hubiéramos permitido al sostenedor o al establecimiento municipal elegir una de estas áreas, habríamos dejado fuera materias muy sensibles, como los fondos necesarios para enfrentar el bullying, cuyo proyecto fue aprobado por el Senado hace algunas sesiones. Allí se necesita  un sistema de convivencia escolar mucho más estricto y  más orgánico. Y ello naturalmente requiere recursos. Porque normalmente los establecimientos deben contratar profesionales asistentes de la educación para tal propósito.



En definitiva, creo que la iniciativa en debate -más allá de las votaciones separadas previstas- logra cumplir con el siguiente objetivo: que la SEP, una de las herramientas más eficaces, creada el año 2008 durante el Gobierno de la Presidenta Bachelet, pueda seguir dando sus frutos en cuanto a mejorar significativamente el aprendizaje de cerca de un millón de niños que hoy se encuentran en el sistema escolar, y también el de los muchos que se incorporarán a él. Porque -como se sabe- en la actualidad la SEP llega hasta séptimo año básico; en el 2012 lo hará hasta el octavo; y a partir del 2014 se aplicará íntegramente en la enseñanza media.



Por lo tanto, se trata de una buena herramienta. No había razones importantes para innovar en esta materia. Muy por el contrario, el criterio de la Comisión ha sido respaldarla. De modo que así lo haremos, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Como se señaló durante la relación de este proyecto, primero corresponde votar las modificaciones que fueron aprobadas en forma unánime en la Comisión. Posteriormente, hay que pronunciarse respecto de tres enmiendas resueltas por mayoría y que se señalarán en su oportunidad.

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).-Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, me alegro mucho de que estemos votando ahora el proyecto. Tengo la impresión de que tendrá un apoyo unánime.



Son pocas las iniciativas que en los últimos años hayan recogido de manera tan cabal el concepto de justicia social, que es la médula de la doctrina de la Democracia Cristiana por lo menos, en cuanto a dar mayores recursos para los más vulnerables. 



Ese es el sentido de la subvención escolar preferencial, establecida por una norma legal aprobada en el Congreso bajo el Gobierno de la Presidenta Bachelet en el 2008.



Es digno de resaltar, además, que los establecimientos educacionales, públicos o privados, que reciben la subvención escolar preferencial, no pueden cobrar financiamiento compartido por los alumnos vulnerables o prioritarios por los cuales se reciben estos recursos.



Espero que eso muestre una tendencia para los que aspiramos a la siguiente fórmula: a mayor subvención, menor financiamiento compartido.



Ese es un segundo aspecto que hay que resaltar.



Por otro lado, el proyecto consolida esta subvención escolar preferencial que ya tiene tres años. Porque había muchos vacíos, dudas de interpretación y problemas con la Contraloría General de la República respecto de la utilización de los recursos.



Por lo tanto, parece necesario efectuar estas reformas, a fin de consolidar tan importante instrumento.



¿Qué significa? Que se aumentan los fondos destinados anualmente a la SEP en 48 mil millones de pesos, según el informe financiero. Es un reajuste de 21 por ciento de la subvención escolar preferencial.



Celebro que el Ministro de Educación y el Gobierno se hayan allanado a aceptar esta fórmula pareja en vez de implantar la superSEP que se proponía para los más pobres: 28 por ciento para la mitad más pobre y 14 por ciento para el 20 por ciento no tan pobre.



Nos parece lógico y más fácil desde el punto de vista administrativo disponer un reajuste parejo de 21 por ciento, que significa alrededor de 100 millones de dólares adicionales anuales, equivalentes a unos 48 mil millones de pesos.



También se garantiza que los recursos se usarán de mejor forma. Numerosos informes de la Contraloría General de la República han formulado serios reparos a los municipios, muchos de ellos inescrupulosos -de hecho, hay acciones penales pendientes-, que han destinado parte de los dineros contemplados por la ley SEP a fines incluso distintos de la educación.



Por otra parte, la iniciativa permite adecuaciones a la ley de aseguramiento de la calidad de la educación, que despachamos el pasado mes de abril.



Otro objetivo muy importante es que refuerza la regulación en materia de apoyo técnico pedagógico a través de un sistema de acreditación, con la finalidad de que las entidades asesoras presten un servicio de calidad.



De otro lado, se permite que el director y la comunidad escolar participen en la formulación del Plan de Mejoramiento Educativo que todo establecimiento que recibe subvención escolar preferencial debe presentar tanto al Ministerio de Educación como, bajo la nueva ley, a la Agencia de Calidad.



Igualmente, se efectúa una precisión bastante relevante respecto de los fines en que pueden ser utilizados los recursos de la SEP, entre ellos, preparar y capacitar a los equipos directivos, así como reforzar financieramente, vía incentivos, el rol que ellos cumplen en el uso de sus atribuciones; contratar a docentes, asistentes de la educación, sicólogos, neurólogos, en fin, a todos aquellos profesionales que permitan mejorar cualitativamente el proyecto educativo.



Se fortalece, de manera muy importante, la regulación de los apoyos técnico-pedagógicos mediante el establecimiento de claros requisitos para el ingreso y permanencia en el Registro de Entidades Técnicas de Apoyo y la creación de un Sistema Integral de Información de la Asistencia Técnica Educativa.



Y, por cierto, se consagra un mayor resguardo en el empleo de los recursos de la subvención escolar preferencial, reforzándose las normas sobre fiscalización y rendición de cuentas, justamente para evitar un vacío y esta especie de caja negra en que a veces se convierte el uso de dineros, que son cuantiosos y que en estos primeros tres años no siempre han sido utilizados de la manera que corresponde.



Por lo tanto, como Democracia Cristiana llamamos a apoyar el proyecto de ley. Por supuesto, yo lo votaré a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, en momentos en que nos hallamos discutiendo diversos temas vinculados con la educación, creo que la presente iniciativa debería servir de ejemplo de lo que debemos lograr, porque, al final del día y más allá de nuestras legítimas diferencias, todos soñamos con un país en el cual no importe dónde se haya nacido, sino los sueños que se persiguen y adónde se quiere llegar. Y, sin duda, la educación constituye uno de los caminos más importantes para cumplir tal propósito.



En ese sentido, este proyecto nos muestra que si llegamos a acuerdo podemos alcanzar grandes cosas. Si nos sentamos a conversar, podemos avanzar ahí, donde más importa: en ayudar a quienes más lo necesitan. 



Pienso que todos coincidimos en que la educación es el gran trampolín de movilidad social que permite nivelar la cancha para generar una nación con verdadera igualdad de oportunidades.



Sin embargo, todos sabemos también que ella resulta mucho más difícil para las personas que provienen de familias más vulnerables.

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señora Senadora. 



Me han pedido que los Diputados que están interrumpiendo la sesión se sienten y se mantengan en silencio y en una actitud de respeto.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- ¡Quieren agregarle un poco de alegría a la Sala...! ¡Está bien!



Bueno, aquí, señor Presidente, lo importante es que se ha logrado un acuerdo para ir en ayuda de aquellos que más lo necesitan, para los cuales el costo en educación es más alto y por quienes debemos hacer un esfuerzo mayor.



En tal sentido, la subvención escolar preferencial cumple un papel fundamental, no solo porque focaliza los recursos en los alumnos más vulnerables, sino también porque los destina al mejoramiento de la calidad de la educación, lo que implica enormes avances en materia de equidad.



El propósito de esta medida es igualar el acceso a las oportunidades de aquellos estudiantes que se encuentran en desventaja al acceder a colegios de baja calidad producto de sus condiciones socioeconómicas, otorgándoles mayores recursos para compensar las diferencias en el capital cultural con el que llegan a estudiar.



Tomando en cuenta lo anterior, señor Presidente, estoy convencida de que la modificación legal en análisis es una gran noticia para la educación de nuestro país, porque, junto con la aprobación de la Agencia de Calidad, estamos dando un paso adelante en el mejoramiento de la calidad de la enseñanza en Chile y, principalmente, en la ayuda a los alumnos más vulnerables, quienes necesitan un apoyo especial para poder cumplir con sus sueños. Y ello, considerando sobre todo que la SEP es uno de los elementos que efectivamente está contribuyendo a mejorar los resultados en educación, según las últimas mediciones entregadas por el SIMCE. 



Así, este proyecto permite hacer de la subvención escolar preferencial un instrumento que colaborará más eficazmente a la optimización de los logros de aprendizaje de los estudiantes más vulnerables de nuestro país.



Si bien son varios los puntos que mejora la presente iniciativa, quiero detenerme en dos que me parecen fundamentales.



El primero de ellos dice relación con el aumento -en mi opinión, significativo- en un 21 por ciento de los aportes de la SEP para todos los alumnos y en todos los niveles. De este modo, los recursos estatales vía subvención (regular y preferencial) a estudiantes prioritarios entre primero y cuarto básico alcanzarán a más de 80 mil pesos mensuales -nos estamos acercando, por tanto, al país con el que todos soñamos-, llegando el beneficio a más de 800 mil educandos pertenecientes a las familias del 40 por ciento más vulnerable.



Esta es una buena noticia, señor Presidente.



El segundo aspecto importante apunta a mejorar la asignación de los recursos en cada uno de los colegios que reciben este apoyo. En efecto, la iniciativa permite que los establecimientos prioricen sus gastos en las áreas que ellos consideren más relevantes. En consecuencia, trabajando en torno al Plan de Mejoramiento Educativo, cada plantel podrá poner los énfasis según la realidad que esté viviendo.



En síntesis, señor Presidente, al aprobar el proyecto de ley en análisis estamos aumentando significativamente el monto de los recursos destinados a los colegios que atienden a los niños más vulnerables de nuestro país y, por ende, emparejando la cancha y acercándonos a ese país donde todos puedan cumplir sus sueños, como, asimismo, estamos permitiendo que los colegios adecuen mejor el uso de los recursos a la realidad en la cual se hallan insertos.



Finalmente, tengo la convicción de que para poder avanzar en un debate fructífero en materia de educación resulta relevante que el objetivo de los proyectos de ley que se presenten y de las políticas públicas que se adopten tengan siempre el foco en mejorar la calidad de la enseñanza para los niños y jóvenes de nuestro país y en la ayuda de quienes más lo necesitan, en forma más rápida.



Quiero remarcar que debemos seguir avanzando, así como lo hace la presente iniciativa, en resolver los déficits en calidad, equidad y financiamiento de nuestro sistema educacional. Hemos mejorado mucho, pero nos queda camino por recorrer. Y este proyecto nos muestra que, si somos capaces de discutir, de dialogar y de llegar a acuerdos, también vamos a poder ir en ayuda de aquellos que más lo necesitan.



Por lo tanto, me alegro de que hoy vayamos a tener un resultado igual al alcanzado en la Cámara de Diputados, donde no hubo ningún pronunciamiento en contra -es lo que espero-, pues eso mostraría que podemos lograr entendimientos entre nosotros.



Gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero ser claro en este proyecto. 



En varias de las votaciones realizadas he manifestado que no comparto la entrega de recursos a los establecimientos educacionales a través de este tipo de subvenciones, porque ello hace competir a los más pobres con los más pobres. Desde luego, no se observa ninguna diferencia entre una persona calificada con diez y otra calificada con once. Sin embargo, este proyecto de ley establece una diferencia -en mi opinión, ilógica- entre alumnos que son, en general, vulnerables. Nadie me puede decir que en La Pintana la mitad de los alumnos es vulnerable y la otra mitad no lo es. Es cosa de mirar la estructura socioeconómica para darse cuenta de que la forma en que se entregan los recursos está mal implementada.



Es deber del Estado entregar los medios que se requieren para una educación de buena calidad, sin hacer diferencias entre alumnos de una misma escuela. Y el sistema planteado implica instaurar un corte, entregar fondos de manera diferenciada para un lugar donde todos los estudiantes son de baja capacidad económica.




Creo, señor Presidente, que aquel es un mal modo de hacer política educacional. El Estado tiene que comprometer los recursos que sean necesarios para que todos los niños de Chile se puedan educar con calidad. Y para eso es mucho más simple consagrar un criterio.



En nuestro país existen, aproximadamente, 3 millones 200 mil alumnos. Si a esta cifra le sacamos el 7 por ciento de estudiantes que asisten a colegios privados, ella se reduce a alrededor de 3 millones 100 mil educandos. Esto significa que, en lugar de entrar en estas disquisiciones y estos repartos de recursos tan extraños como los que se aprecian hoy, a cada niño se le podría dar, directamente, 100 mil pesos. 



Para ello se requieren 8 mil millones de dólares anuales. Y en la actualidad el Ministerio gasta 6 mil 200 millones al año en materia de subvenciones. Es decir, faltan 1.800 millones de dólares para poder hablar de una educación de buena calidad en los colegios. Todos los expertos que han concurrido a nuestra Comisión de Educación afirman que con sobre 80 mil pesos por niño se logra tal propósito. Sin embargo, acá se opta por una extraña entrega de recursos, con condiciones que a nosotros nos parecen mal dirigidas hacia la obtención de una educación pública gratuita de buena calidad, como es la obligación del Estado.



Al margen de eso, señor Presidente, en diversas oportunidades les he pedido al Ministro y al Subsecretario del ramo que informen a esta Corporación qué pasó con los aportes de la antigua ley de subvención escolar preferencial. Y resulta que hasta el día de hoy no me ha llegado ni un antecedente al respecto. 



Quiero hacer presente que en su oportunidad el Senado destituyó de su cargo a Yasna Provoste por la pérdida de menos recursos que los que ahora se han perdido en materia de educación municipal. 



Reitero: hasta el día de hoy el señor Ministro no informa qué pasó con dichos aportes.



Y hoy nosotros celebramos que nuevamente se vayan a traspasar a los municipios mayores fondos para la educación de niños pobres, en circunstancias de que la mitad de los recursos anteriores se perdieron y sin que nadie se preocupe de investigar o de pedirle al señor Ministro, aquí presente, que explique por qué su Cartera no ocupó los mecanismos de control necesarios para evitar la pérdida de miles de millones de pesos.



Hoy todos nos felicitamos porque vamos a entregar mayores recursos a los mismos municipios que antes los perdieron. La verdad es que no lo entiendo. Eso no tiene lógica. Lo razonable es que el Senado reciba primero la información solicitada y, una vez que tenga claro cómo se gastaron tales dineros y si ellos fueron destinados, en definitiva, a los niños más pobres -igual que lo dice ahora este proyecto-, dé su aprobación. Pero no logro entender que en este momento simplemente nos felicitemos por haber logrado mayores fondos sin saber si ellos serán finalmente destinados a la educación de los estudiantes de menor nivel socioeconómico.



Por eso, señor Presidente, me parece que no podemos lisa y llanamente dar nuestro asentimiento a esta iniciativa hasta que el señor Ministro informe al Senado y al país qué pasó con los recursos que se perdieron, independiente de la coalición a que pertenezcan los alcaldes afectados. Hay investigaciones en la Contraloría y en el Ministerio Público de las cuales no tenemos idea. 



Yo, al menos, no daré mi voto favorable -me voy a abstener-, pues no considero razonable que la Cartera de Educación no explique finalmente qué ocurrió.



He dicho. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Le voy a dar la palabra al señor Ministro al término de la votación. 



Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, resulta reiterativa esta discusión acerca de cómo financiamos la educación y, particularmente, si los recursos orientados a ella cumplen o no el objetivo buscado. 



Lo dije el 2009, lo dije el 2010 y lo reitero el 2011: la forma de financiamiento a través de subvenciones y, específicamente, de la SEP, ha fracasado. No existe un correlato de fiscalización. 



Por lo tanto, de acuerdo con lo dicho por el Senador Gómez, no parece prudente, transparente, ni correcto que el Senado apruebe recursos sin conocer exactamente su destino. 



Yo emplazo hoy día al Gobierno, antes Oposición, sobre el particular. 



De 238 mil millones de pesos, la Contraloría General de la República ha dicho que el 52 por ciento ha sido rendido con una pésima calificación, y el 48 por ciento restante no existe, no está rendido. 



El informe del organismo contralor señala -y por eso me extraña la actitud de los parlamentarios de Gobierno, antes Oposición, que eran tan adictos a las fiscalizaciones- que del total de recursos recibidos, por ejemplo, en la Municipalidad de San Miguel -aunque esta es una situación que afecta a todos los municipios-, 212 millones de pesos fueron invertidos en instrumentos financieros. O sea, no se gastaron. 



Y suma y sigue. 



En Pudahuel, del total de recursos recibidos por concepto de subvención escolar preferencial por la Corporación Municipal de Desarrollo Social desde el Ministerio de Educación, en el período comprendido entre junio del 2008 y abril del 2010, ascendentes a la suma de 1.706 millones de pesos, solo se gastaron 658 millones, existiendo un saldo de 1.048 millones de pesos. 



Si bien se trata de cifras del año pasado, le hemos dicho al Ministro, señor Felipe Bulnes, que para aprobar recursos debemos saber cómo se van a gastar. 



Los municipios no están en condiciones de administrar debidamente tales dineros. Las denominadas “ATE” (organismos de Asistencia Técnica Educativa Externa) la verdad es que han sido un fracaso. 



Yo le pido al Ministro que nos diga cuál es la evaluación de la tercerización de los servicios. Porque cuando aquí se dice “pongan más plata en mejorar la calidad”, lo que se hace es salir al mercado a ver qué profesor está cesante, quién se organizó para brindar apoyo al colegio, pero la calificación de ese apoyo es de dudosa transparencia y, particularmente, de dudosa excelencia. 



Todos queremos que los niños pobres reciban más dinero. No obstante, el problema no radica en su redistribución en 10 niveles, de tal manera que para los superpobres haya una supersubvención, y para los menos pobres, una subvención simple. Se trata de saber si los fondos que estamos aprobando serán invertidos por los alcaldes de acuerdo a los fines establecidos por la ley SEP. 



Sobre el particular, con todo respeto, señor Ministro, una vez más, al igual que el Senador Gómez, le pido que nos cuente cómo se gastaron las platas del 2010. A mi juicio, se gastaron mal, porque el mecanismo de la subvención se encuentra agotado, porque la municipalización está agotada. 



De ahí que el 2009 me opuse durante 4 meses pidiendo garantías al respecto. Porque la tesis era insistir en la entrega de un voluminoso monto de recursos a los municipios a sabiendas de que lo iban a gastar mal, lo cual me llevaba inmediatamente a sospechar que había una doble intencionalidad. 



En efecto, pasar plata a las municipalidades teniendo la certeza de que la malgastarían permitiría luego manifestar que se les debía quitar la educación y entregársela a los establecimientos particulares subvencionados. Porque todos sabíamos el 2009 que los municipios no estaban en condiciones ni tenían la capacidad para gastar de manera adecuada esos dineros. 



Todos nos sentimos complacidos de que haya más recursos. ¿Cuántos? Ahí se halla el problema. Estuvimos en Finlandia con los Senadores Quintana y Cantero. Pero ocurre que aquí, señor Ministro, estamos apostando a 60 mil pesos de subvención escolar, o a 90 mil, en el caso de la preferencial, en circunstancias de que dicho país gasta el equivalente a 460 mil o 480 mil pesos chilenos. Me dirán que no es posible tal comparación, pues el ingreso per cápita de Finlandia es de 35 mil dólares y el de Chile de cerca de 15 mil, además de que no contamos con el nivel de sus profesores. 



En la Universidad de Helsinki nos informaron que de 1.700 postulantes a carreras de educación solo aceptaron 120 el año 2010, y que para psicología había 20 cupos, porque el mercado laboral no permite una mayor dimensión del campo profesional.

El señor GIRARDI (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- ¿Me concede un minuto, para terminar?

El señor GIRARDI (Presidente).- Conforme.

El señor NAVARRO.- Como hemos sido críticos de la manera de asignar estos recursos; como hemos dicho que esta medida no resuelve el problema de la falta de calidad, pues implica dar una señal de aumento de recursos sin un resultado cierto, contrariando la petición de excelencia, de calidad planteada por el propio Gobierno, me voy a abstener.



Lo haré porque no hay certeza alguna respecto de cómo se gastarán los dineros, de cuántos fiscalizadores habrá. Además, aún no hemos recibido ninguna respuesta del Ministerio acerca de las denuncias realizadas por la Contraloría.



Si estos fondos se gastarán igual que en 2010, con un 48 por ciento hecho desaparecer por los municipios, en verdad debiéramos votar en contra. Pero como queremos que lleguen más recursos y que haya más fiscalización, me abstendré, con la condición de que el Ministro pueda aclarar al más breve plazo qué pasó con esos dineros.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, lamento que estemos discutiendo hoy esta materia, que es central, importante, que se encuentra en la agenda pública desde hace varios meses, en conjunto con un proyecto de ley que criminaliza a los jóvenes que están movilizados para lograr una educación de mejor calidad.



Creo que el Gobierno cumplió el objetivo. Si quería desviar la atención desde la educación, que está en el centro, hacia otros asuntos, lo logró. Pero vamos a encargarnos de poner de nuevo el tema principal en el foco, que es lo que nos convoca hoy día a hablar de educación.



He escuchado con mucha atención las distintas intervenciones. Oí al Senador Ignacio Walker hablar de las bondades del proyecto.



Nadie podría estar en contra de aumentar una subvención en 21 por ciento cuando se destina a los niños vulnerables, aun cuando acojo y recojo lo planteado por el Honorable colega Gómez en orden a que efectivamente este modelo de focalización nos lleva a cambiar el sistema desde discriminar a los más pobres a concentrar a los más pobres. Y al final tenemos una sociedad absoluta y totalmente desintegrada. La educación no es un espacio en donde jóvenes provenientes de distinta cultura, de diversos sectores geográficamente hablando o de familias de distinto nivel socioeconómico se integren y compartan experiencias. Eso no es la educación en Chile.



Por lo tanto, el sistema propuesto hace un poco lo mismo.



Además, resulta difícil discriminar entre niños vulnerables y supervulnerables, porque todos quienes asisten a una escuela de La Pintana probablemente sean niños en riesgo social, vulnerables, que requieren más recursos y más apoyo para su educación.



Nadie podría decir que está mal que haya un apoyo técnico y pedagógico mejor, acreditando las instituciones que se dedican a eso. Creo que en buena parte la falta de transparencia se debe a que una gran cantidad de recursos han sido despilfarrados y dilapidados a través de organismos que no cumplen ningún requisito de calidad para llevar adelante estas tareas. Y estos se transforman simplemente en una forma de desviar fondos para distintos fines. Me alegro de que se pretenda acreditar a las instituciones que se hacen cargo de la calidad y de la asistencia técnica.



Evidentemente, quién podría estar en contra de que haya un plan de mejoramiento sujeto a la subvención en donde participen el director y la comunidad. Eso por supuesto es básico para mejorar la educación. Si no se integran los padres, los profesores, los codocentes, no estaremos en condiciones de avanzar.



Cuando se habla de aumentar la subvención, todos tenemos claro que si se entrega subvención escolar preferencial el sostenedor no puede cobrar un financiamiento adicional a la familia del niño. Y alguien decía: “A mayor subvención indudablemente menos financiamiento compartido y menos lucro”.



Y ahí yo tengo un punto.



Si aquí se ha hablado de falta de transparencia, de despilfarro en el uso de estos recursos -incluso, la Contraloría ha hecho observaciones; hay casos en el Ministerio Público-, eso rige tanto para los sostenedores públicos, municipales, como para los establecimientos particulares subvencionados que han hecho mal uso de los dineros. Y esto último también tiene que ver con un lucro mal habido.



Quiero dejar constancia en esta Sala de que me sorprende ver todos los días en los diarios que hay una “comisión de los siete” (creo que así se llama). Se trata de siete personas que están pensando cómo regular el lucro. Y lo que uno aprecia en la calle, y también en el mismo diario “La Segunda”, es a jóvenes que señalan: “No más lucro, no más negocio con la educación. Cambiemos el enfoque”.



Entonces, empieza a coincidir cierta estrategia por parte del Gobierno para desmovilizar al movimiento estudiantil, a través de una ley antisaqueo, en fin, con la acción de algunos parlamentarios que en cierta forma están reculando de su decisión primaria de legislar en contra del negocio en la educación, del lucro. Deseo sentar ese precedente por cuanto es importante que esas cosas se digan en este lugar y no en otro. Porque me sorprende mucho que los mismos que nos invitaban a que apoyáramos un proyecto para poner fin al lucro finalmente terminen negociando de espaldas a la ciudadanía y desoyendo una de las demandas principales del movimiento estudiantil, que se encuentra en el corazón de este: el fin del lucro.



Finalmente, respecto de la iniciativa en análisis, me abstendré, al igual que el Senador Navarro y el Senador Gómez.



Señalo lo anterior porque, estando en la Cámara de Diputados, escuché los argumentos esgrimidos para inhabilitar a la entonces Ministra de Educación, Yasna Provoste. Y hoy nos hallamos en presencia de un desfalco, de una irregularidad tremendamente mayor. Sin embargo, nadie dice absolutamente nada. Hay una falta de coherencia, una inconsistencia, un doble estándar para juzgar situaciones que son similares. Y eso en realidad me asombra.



Y por eso me abstendré. Porque no ha habido transparencia, no se ha mencionado en qué se han gastado los recursos a que se ha hecho mención, como bien lo señaló el Senador Gómez. Y, además, porque es parte de un modelo absolutamente fracasado, que esperamos reformar en las próximas semanas y meses.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palaba el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sin duda, este proyecto va en el camino correcto.



El Presidente de la República remitió la iniciativa el año pasado a la Cámara de Diputados, donde fue aprobada por 83 votos a favor y cero en contra. Es muy importante señalar eso. Y en diciembre de 2010 pasó al Senado, para ser analizada por las Comisiones de Educación y de Hacienda.



Por cierto, lo que tenemos que hacer es entregar los recursos para que la calidad de la educación mejore, que es lo que están pidiendo no solo nuestros jóvenes sino todo el país. Y la manera más adecuada de lograrlo es mediante el control, pero también entregando los recursos, que son muy necesarios.



Resulta importante mencionar que para todos los alumnos y en todos los niveles la SEP se incrementará en 21 por ciento.



Por lo tanto, los recursos que recibirán los alumnos prioritarios vía SEP aumentarán, por ejemplo, en el tramo de prekínder a cuarto básico de los actuales 25 mil 467 pesos a 30 mil 815 pesos. Entre quinto y sexto básico se incrementarán de 16 mil pesos a más de 20 mil pesos. Y entre séptimo básico y cuarto medio el mejoramiento será un poco menor.



Originalmente, el proyecto contemplaba un incremento diferenciado de recursos, focalizándose solo en el quintil más vulnerable. En tal sentido, hay que valorar el trabajo que se hizo en ambas Comisiones, porque dicha propuesta se desechó durante la tramitación en esta Corporación, producto de la preocupación de los Senadores de todas las bancadas, compartidas también por muchos Diputados. Entonces, debido principalmente a la alta movilidad existente entre los distintos quintiles, lo importante era que se implementara entre los dos últimos.



Es preciso señalar, como bien dije, que se aumenta la subvención escolar preferencial.



Por otro lado, se agrega la facultad del sostenedor para que, a fin de cumplir las acciones del plan de mejoramiento, pueda contratar docentes, asistentes de la educación y personal necesario para mejorar -eso es relevante- las capacidades técnico-pedagógicas del establecimiento y para la elaboración, el desarrollo, el seguimiento y la evaluación del plan de mejoramiento. Asimismo, y con la misma finalidad, podrá aumentar la contratación de las horas de personal docente -tan necesario hoy día-, asistentes de la educación y de otros funcionarios que laboren en el respectivo establecimiento educacional, así como incrementar sus remuneraciones.



Asimismo, es importante dejar constancia de que, en virtud del artículo 8º bis, no podrán ser contratadas -esto dice relación con el tema de la transparencia- las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados, parientes hasta el tercer grado de consanguinidad ni segundo de afinidad, ambos inclusive, respecto de los administradores o representantes legales de la persona jurídica que tenga la calidad de sostenedor, salvo en determinados casos específicos.



Lo significativo aquí es que se aumenta el valor de la subvención preferencial, un compromiso que asumió el Presidente de la República en cuanto a mejorar la calidad de la educación y a entregarle mayor cantidad de recursos.



Espero que esta normativa sea aprobada, dado que los requisitos que se van a exigir para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, las que deben prestar apoyo técnico-pedagógico a los establecimientos educacionales en lo concerniente a la elaboración e implementación del plan de mejoramiento educativo, revisten mucha importancia.



Tales requisitos son: identificación plena de los objetivos, metas -algo que no existía claramente antes- y áreas de especialización de la entidad o la persona; descripción de las metodologías e instrumentos de trabajo, de evaluación y monitoreo utilizados por la entidad o persona; descripción de la formación y experiencia de la persona o de sus equipos de trabajo cuando se trate de entidades, y, finalmente, no registrar incumplimientos de obligaciones previsionales ni comerciales.



Por lo tanto, hay un avance significativo en lo que respecta a control y en lo que nuestro país espera: contar con una educación de mejor calidad.  



Por eso, voto afirmativamente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, no deja de llamarme la atención  el tenor y la forma en que aquí se argumenta en ciertos momentos, tanto de uno como de otro lado. Se llega a una virulencia verbal que realmente resulta preocupante.



Digo lo anterior porque, dadas las tremendas diferencias que hemos observado en los planteamientos sobre materia educacional, la búsqueda de consensos básicos en torno a ella parece ser una obligación ineludible del Senado. Es preciso buscar acuerdos básicos que establezcan políticas de Estado; que avancen en la lógica de los derechos universales en educación, en el concepto de bienes públicos cautelados por aquel, en que le cabe un rol insustituible y donde tiene que aplicarse con total energía.



Me llama la atención que un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra vincule este tipo de asuntos con la idea de desmovilizar, con iniciativas de ley que buscan poner orden en la calle. Y Su Señoría lanza al voleo la afirmación de que hay incoherencia, doble estándar y falta de trasparencia. Cuando, en realidad, es su argumentación la que considero inconsistente y hasta cobarde intelectualmente. Porque se pronuncia sobre un tema sin hacerse cargo de los grandes destrozos, de la falta al Derecho y al respeto. Es decir, esas mismas personas que claman al cielo por poder expresarse y que exigen ejercer sus derechos fundamentales, no tienen ningún empacho en atropellar los derechos de otros.



Dejo hasta ahí este punto, porque no es el asunto central. Y vuelvo al que nos convoca.



En materia educacional se requieren consensos básicos, acuerdos fundamentales.



Lo he sostenido incansablemente: este tipo de iniciativas no me satisface. No me gusta esa lógica de discriminar entre más pobres, menos pobres y un poquitito menos pobres. Esa categorización de seres humanos desde la perspectiva de su situación socioeconómica me da vergüenza.



Pienso que el Estado debe hacerse cargo del costo real de la matrícula. Y me parece más coherente el mensaje cuando señala que el Gobierno del Presidente Piñera contempla duplicar la subvención. El problema es que el plazo de 8 años lo encuentro completamente fuera de lugar, porque ese lapso significa hipotecar el futuro de una generación completa.



Preferiría que se hiciera un llamado a mejorar los aspectos tributarios para financiar el incremento de la subvención escolar en el más breve plazo. Eso es lo que yo quisiera.



Por su parte, se avanza en una lógica de aumentar de 50 mil a 90 mil pesos la subvención para los alumnos que socioeconómicamente califican como “vulnerables” y son definidos como “prioritarios”.



A mí, por lo menos, me parece mal esta categorización; aunque va en la lógica de responder a lo que hemos planteado en la Sala incansablemente: la subvención estándar que queremos alcanzar es de 80 mil a 90 mil pesos.



El Estado debe buscar la fórmula que le permita financiar, como un derecho universal, sin ponerle apellido ni mirar la situación socioeconómica, la educación de los niños chilenos que quieren hacerlo en una escuela pública. De esa manera podrán enfrentar el desafío de la formación de sus habilidades sociales -que son las primeras que, a mi juicio, es preciso desarrollar y con mayor energía- y, luego, cognitivas, a fin de que ellos puedan realizarse en plenitud.



Más recursos para los niños vulnerables. Está bien. Sin embargo, esperaría que el Gobierno se hiciese cargo de un llamado nacional, que trasciende trincheras políticas y que no es patrimonio de algunos líderes que hoy día intentan arrogarse el derecho de representar la inquietud de otorgar educación pública gratuita. Ese es un clamor que hacemos trasversalmente chilenos de todos los sectores.



El proyecto en debate busca generar más recursos para niños, en este caso, vulnerables, y flexibilizar las normas legales que han impedido un uso eficiente de los dineros asignados, lo cual ha producido situaciones irregulares, como ya se ha señalado.



Hay 800 mil alumnos esperando ese beneficio. Por lo tanto, votaré a favor del proyecto, porque va en la línea de dar respuesta a esos estudiantes.



Sin embargo -repito-, el 45 por ciento de los niños recibirá algún tipo de categorización según su condición socioeconómica. Y espero que haya sido un desliz semántico sostener que esto es lo deseable. No quiero que a los niños de mi país se les categorice conforme a ese parámetro. Los niños son niños, independientes de su situación socioeconómica, y tienen derecho, como lo tuvimos todos nosotros, a una educación pública financiada, gratuita y de calidad.



Por supuesto que también creo en la educación particular subvencionada. Y si un padre tiene un interés especial en ella, se lleva su subvención, pone el adicional y educa a su hijo en un colegio de esa naturaleza.



Por eso, cuando alguien por allí dice: “Queremos impulsar la libertad en materia educativa”, en realidad, no hay ninguna libertad.



Si se entrega la subvención escolar preferencial solo a los niños categorizados, asumimos que no estamos financiando el costo real de la educación y que mantenemos aún un margen mayoritario de quienes están recibiendo 50 mil pesos por ese mismo concepto. No obstante, sabemos que la enseñanza que deseamos dar cuesta -como se ha señalado aquí- 90 mil pesos. 



Ese es un desafío del que el Estado deberá hacerse cargo en el más breve plazo.



Por lo tanto, estoy disponible -cuenten con mi voto- para llevar a cabo una reforma tributaria que permita generar nuevos recursos con el objeto de financiar ese déficit, hacer justicia en el país y guardar coherencia respecto de un derecho que tanto proclamamos pero que, a veces, no cautelamos adecuadamente.



Voto a favor.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el proyecto ingresó a la Cámara de Diputados el 7 de septiembre de 2010 y fue despachado al Senado el 2 de diciembre de ese mismo año.



Aquí llevamos más de 10 meses tramitando la iniciativa, que era considerada de alto interés para la educación más necesitada, y sobre todo, para la de los niños vulnerables.



Sin lugar a dudas, este debate se cruza con el principal tema contingente: la decisión sobre la educación. El estudio del Presupuesto de la Nación y las discusiones que tendremos más adelante estarán centrados en dicha materia.



Como señaló el Senador señor Cantero, el Presidente de la República se comprometió a duplicar la subvención escolar, y lo volvió a ratificar en el Mensaje del 21 de mayo de 2010.



Por lo tanto, eso es una promesa. Todos esperamos que se cumpla. Ya vienen en el proyecto de Ley de Presupuestos cantidades bastante importantes para educación. Y confiamos en que siga el compromiso en ese aspecto.



Ha habido atraso en aprobar esta iniciativa, que se iba a aplicar de manera gradual: en 2010, desde prekínder hasta 6° básico; en 2011, a 7° básico; en 2012, a 8° básico, para entrar en régimen de ahí en adelante. 



Los gastos establecidos, ya en régimen, ascienden a 41.566 millones de pesos anuales. Se trata de una cantidad muy significativa y necesaria. En efecto, el primer año hay un aumento de 14 por ciento en la subvención de los alumnos menos vulnerables y de 28 por ciento en la de los más vulnerables. Y así, sucesivamente, para ir favoreciendo a los educandos en los años 2011 y 2012, hasta llegar a 921.738 alumnos prioritarios, de los cuales 454.124 corresponden al 20 por ciento más vulnerable, y 467.614, al resto.



A mí no me cabe duda de que esos recursos son absolutamente indispensables para la educación pública.



Aquí se habla del “gran fracaso de la educación municipal”.



¿Y por qué no hacemos un análisis profundo y vemos cuántos recursos se les estaban entregando a los municipios?: ¡30 mil, 40 mil pesos por alumno!, en circunstancias de que los colegios particulares subvencionados gastan ¡120 mil, 140 mil pesos por cada uno!



Es decir, a las municipalidades les exigimos mucho y les entregamos poco. Por eso han tenido que recurrir a sus fondos ordinarios, a sus fondos propios, para cubrir los déficits en educación y en salud. Ambos servicios traspasados son deficitarios, y los municipios deben cubrir los dineros faltantes.



Ahora, lo más fácil es decir: “Hagamos borrón, quitémosles las responsabilidades pertinentes”, sin analizar en profundidad el motivo del fracaso.



¿El fracaso fue por mal manejo o por total insuficiencia de los recursos? Creo que fue por esto último: recursos absolutamente insuficientes.



Y los alcaldes, ¡amarrados de manos!



Hay profesores y directores de pésima calidad. ¡Pero no los pueden cambiar: el Estatuto Docente los protege! Por ende, los jefes comunales se hallan con las manos amarradas.



En cambio, en los colegios particulares subvencionados, si existe un profesor con esa característica, lo cambian  rápidamente y, en consecuencia, mejora la calidad de la enseñanza.



Espero que en el debate profundo que realicemos -recordemos que se nos viene el problema educacional- podamos zanjar todas esas situaciones.



Se habla también de los controles, señor Presidente.



No me cabe duda de que ahora debemos establecer controles. Ya modificamos la ley para permitirle al Ministerio de Educación intervenir en los establecimientos a los cuales se les entregan los recursos. Antes ni siquiera podía preguntar en qué se utilizaban. Hoy día sí tiene facultad para pedirles a los colegios particulares subvencionados y, sobre todo, a los municipalizados cuenta detallada del financiamiento público que reciben.



Hemos ido progresando en tal aspecto. Y confío en que, a través de la ley en proyecto y de alguna otra que se presente, mejoremos ostensiblemente no solo la educación pública sino la educación general en nuestro país.



Por supuesto, voto que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este es un proyecto que, producto del debate existente en el país, no podemos dejar de votar a favor, porque en todas partes la gente de los diversos sectores políticos está planteando que sin mayor financiamiento no será factible mejorar la educación y que sin mejoramiento de la educación no tendrá lugar el salto que todos anhelamos para las personas de más escasos ingresos.



Pero llama la atención lo expuesto aquí por el colega Gómez en el sentido de que “nadie se ha preocupado de la inversión de los recursos”.


No es así, señor Senador. Yo le he preguntado reiteradamente al Ministerio de Educación qué ocurrió con los 240 mil millones de pesos que generaron la acusación constitucional contra la Ministra Provoste. Eso nunca se ha sabido. 



Como si ello fuera poco, la Contraloría General de la República abrió una investigación, la que todavía no concluye; no hay informe definitivo. 



Por lo mismo, señor Presidente, quiero pedir que, en nombre del Senado, se le envíe un oficio al Contralor General de la República para solicitarle la elaboración del informe final al objeto de que se determine adónde fueron a dar dichos dineros.



Porque el hecho de que desaparezcan recursos, antes o ahora, es exactamente igual de grave.



¡Las platas que el Estado destina a la educación hay que cuidarlas!



En el caso en comento, durante años no hubo ni siquiera conciliación de saldos, no de parte de quienes percibían las platas, sino del Ministerio.



240 mil millones de pesos constituyen una cifra como para preocuparse, más aún si no los recibieron precisamente los alumnos de más escasos recursos.



Con relación al planteamiento del Senador Rossi en cuanto a que se va a abstener, a que no se pronunciará a favor de este proyecto por lo sucedido en la oportunidad de que se hizo mención, yo me pregunto cómo votó él en su momento la acusación constitucional. Sería bueno saberlo, para ver si realmente es consecuente respecto a la desaparición de recursos fiscales.



Finalmente, cabe manifestar que esta iniciativa, que dispone un mayor aporte para la educación, también contempla los medios para controlar su inversión.



Y eso es lo que deseamos: que cada vez que el Estado entregue más fondos a la educación este esfuerzo vaya acompañado de los mecanismos tendientes a establecer que tanto las autoridades como quienes actúan en la fiscalización de la calidad de la enseñanza puedan determinar, en tiempo y forma, si esos dineros se destinaron de verdad al cumplimiento de dicho objetivo.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona. 

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, este intercambio de opiniones ha derivado hacia un aspecto no previsto inicialmente en el debate, cual es, desde el punto de vista de algunos de nosotros, la profunda injusticia que se cometió al aprobarse la acusación constitucional contra la Ministra de Educación Yasna Provoste.



Los cargos que se le formularon nunca fueron confirmados, como se acaba de reconocer aquí. En consecuencia, se obró haciendo abuso de la mayoría circunstancial que en ese instante existía en el Congreso Nacional, lamentablemente para el destino de la Ministra Provoste, quien tiene el enorme mérito de haber sido un instrumento esencial, desde la perspectiva de la institucionalidad, en la aprobación del proyecto de ley respectivo inicialmente.



Porque deberíamos recordar que la subvención educacional preferencial no tuvo acuerdo al comienzo. No había en el Parlamento los votos suficientes. Y se argumentaba que podía ser una herramienta de discriminación dentro de los colegios y prestarse para abusos.



La verdad es que los abusos no vinieron del Gobierno central, sino de los municipios que hicieron mal uso de los recursos. Pero, desde el ángulo de la institucionalidad democrática, quedó demostrado que existen los resortes suficientes para garantizar que, independientemente de quien esté en el Gobierno, el contenido de las leyes que se aprueban en el Congreso Nacional se aplique.



Esos recursos, de acuerdo a la municipalización, fueron entregados a los municipios que firmaron como sostenedores los convenios para aplicar la subvención educacional preferencial y -fueron muchos los casos- los mal usaron.



La Asociación Chilena de Municipalidades opina que en numerosas situaciones existió mal uso; pero defiende también el hecho de que en otros casos no hubo tal, sino que los reglamentos pertinentes llegaron atrasados, no se dictaron en forma oportuna o eran contradictorios y dieron lugar a vacíos legales que llevaron a algunos alcaldes a cometer errores. Incluso, se registraron casos en que, por deudas previsionales, los tribunales incautaron los fondos en cuestión y los destinaron a otros fines.



O sea, existió una diversidad de situaciones. Pero uno no podría incluirlas todas al voleo en una acusación de corrupción formulada contra la globalidad de los alcaldes.



No fue así. Hay una larga lista de casos completamente distintos unos de otros. En consecuencia, corresponde discernir uno a uno.



Se me está acabando el tiempo, señor Presidente, así que me voy a apurar.



Aprobaré este proyecto de ley porque involucra 40 mil millones de pesos anuales a partir de 2012, según los datos del informe que tengo en mi poder.



Independientemente de lo que ocurra, yo entiendo que el Ministro de Educación presentará una iniciativa de ley modificatoria de la municipalización. Y el propio Gobierno ha denominado este proyecto “de desmunicipalización”.



Ello no habría sido factible sin la presencia multitudinaria del movimiento estudiantil.



Acá, creo que todos debemos reconocer que el país cambió en algún momento. No sé cuándo. Tal vez en la segunda quincena de abril o en la primera de mayo, o a mediados de junio. Lo ignoro. Pero en algún instante la masividad de la demanda de los estudiantes modificó el escenario nacional y lo que era imposible hasta marzo de este año hoy es posible.



Hay, en mi concepto, respaldo político suficiente para llevar adelante un proyecto de ley que desmunicipalice la educación.



Pienso que esos 40 mil millones, sin perjuicio de lo que ocurra más adelante, van a ser una cantidad significativa de recursos que irán a los jóvenes y niños que más necesitan en nuestra sociedad. Es decir, independiente del reacomodo institucional, el sentido de focalización en los más desposeídos no se va a perder.



Por consiguiente, creo que de todas maneras vale la pena aprobar este proyecto, que mejora una iniciativa enviada por la Presidenta Bachelet que en su momento fue objeto de desconfianza, no tuvo apoyo suficiente y por eso recibió respaldo para solo 20 por ciento, para un quintil.



Ahora las condiciones cambiaron.

El señor GIRARDI (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor ESCALONA.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Entonces, siendo otras las condiciones, se amplía a dos quintiles porque, aunque en cierto momento se dudaba o se desconfiaba de ello, se demostró que la subvención escolar preferencial es un instrumento útil, válido, necesario para la asignación de los recursos del Estado a quienes más los requieren. Y estoy seguro de que estos más de 40 mil millones seguirán a disposición de esos mismos niños y jóvenes, independiente de los cambios institucionales que se aprueben -espero- de aquí a fin de año.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor  García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, en primer término, debo reiterar que, como bien lo dijo el colega Sabag, este proyecto de ley ingresó a la Cámara de Diputados en septiembre de 2010, desde donde se despachó al Senado en diciembre de ese año.



¡Qué lástima que el Congreso Nacional se esté demorando más de un año en despachar esta iniciativa!



Porque ya para 2010 se contemplaban recursos por sobre 3 mil millones de pesos con el propósito de beneficiar a alrededor de 780 mil alumnos. Esa plata, simplemente, no fue al sistema educacional.



Para este año, originalmente el proyecto contemplaba 38 mil millones de pesos, dinero que en su gran mayoría no llegó. Porque en el hecho ya estamos a fines de 2011, y probablemente, con suerte, este proyecto va a ser ley a partir del próximo 1º de noviembre.



Dicho eso, señor Presidente, debo manifestar que votaré a favor porque considero tremendamente necesario aumentar los recursos de la subvención escolar preferencial.



Quiero recordar además que, como bien lo señaló el Senador Escalona, se trata de una ley promulgada en 2008, bajo la Presidencia de la doctora Michelle Bachelet. Lo que aquí estamos haciendo, entonces, es incrementar la referida subvención y, por supuesto, mejorar el financiamiento de la educación básicamente donde se concentran los niños más vulnerables.



De otra parte, se han expresado aquí diversas opiniones a propósito del uso que se les habría dado a los recursos pertinentes.



Yo comparto lo que sostuvo el Senador Escalona, pues al menos a nosotros, a los parlamentarios de La Araucanía, la Asociación de Municipalidades de nuestra Región nos ha convocado reiteradamente para decirnos que estas, por ejemplo, pagaron deudas previsionales con los profesores sin tener que hacerlo; deudas por asignación de perfeccionamiento con el mismo sector que probablemente tampoco debían solventar.



Como aquí se ha dicho, las instrucciones al comienzo no eran claras. Entonces, suponer que ha habido por parte de los municipios robo, malversación de los dineros en comento me parece una exageración.



En todo caso, debe ser la Contraloría General de la República quien determine qué municipalidades o qué corporaciones educacionales municipales han hecho mal uso de los recursos y aplique todo el rigor de la ley cuando ello se compruebe.



También quiero recordar, señor Presidente, que a partir de agosto de este año, a raíz de la promulgación de la ley 20.529, sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y su Fiscalización, creamos la Superintendencia de Educación, que deberá controlar que los sostenedores de los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado se ajusten a las leyes, reglamentos e instrucciones dictados por ella.



Además, cabe recordar que el artículo 54 de dicho cuerpo legal dispone que los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado deberán rendir cuenta pública del uso de todos los recursos, mediante procedimientos contables.



Por lo tanto, más entrega de recursos, pero al mismo tiempo mayor fiscalización.



Creo que la ecuación está bien hecha y que podemos decir que avanzamos por camino seguro, mejorando el financiamiento de la educación, particularmente en el caso de los niños más vulnerables.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, deseo sumarme a varias intervenciones habidas esta tarde aquí, en esta Sala, y agregar algunas cosas que me parecen elementales.



Asimismo, como fundadora de la Asociación Chilena de Municipalidades, quiero defender la actuación de los alcaldes y de los concejos. Y ello, en forma transversal. Porque esto no es político.



Es cierto lo que decía el colega García (también se refirió al punto el Senador Escalona recientemente): muchísimas veces los alcaldes, por falta de información, por equivocación, por error, tomaron recursos correspondientes a la subvención en comento para pagar deudas, hacer traspasos de ítems, en fin, al interior de los municipios.



Por eso, sobre la materia debemos ser sumamente claros.



Este proyecto de ley, que modifica la subvención escolar preferencial, no solo entrega nuevos recursos fiscales, por cifras bastante altas (estamos hablando de un beneficio que va a llegar a más de 800 mil alumnos pertenecientes a las familias del 40 por ciento más vulnerable de nuestro país): 52 mil millones de pesos al año. Además, de cierta forma, va a sanear financieramente una situación que se estuvo dando y que concluía en hechos que incluso podían constituir irregularidades en determinadas municipalidades, como lo dijo recién el Senador señor García; pero, más allá de alguna investigación en curso, lo importante es que en general hubo actuaciones de buena fe de parte de los alcaldes.



El proyecto en debate, como se ha dicho, ingresó en septiembre de 2010 y se aprobó en la Cámara de Diputados y en las Comisiones de Educación y de Hacienda del Senado.



Deseo destacar algunos puntos de su contenido.



En primer lugar, los aportes de la subvención escolar preferencial se aumentan, para todos los alumnos y en todos los niveles, en un 21 por ciento. De este modo, aquellos que recibirán los educandos serán prioritarios en el segmento de los más vulnerables, que superan los 800 mil. Se trata, en el fondo, de 800 mil familias a las que estamos llegando con el impacto del beneficio.



En seguida, existirá una mayor posibilidad de uso de recursos. Porque este fue uno de los principales problemas de implementación que presentó la ley.



Se apunta, primero, a flexibilizar las acciones que debe contener el plan de mejoramiento educativo y se pasa de las actuales cuatro áreas obligatorias a que cada establecimiento priorice las más relevantes de acuerdo con su verdadera realidad local. También se plantea ahí lo relativo a este último aspecto en cada una de las comunas.



Se podrá contratar docentes, en segundo término, y aumentar horas contratadas, para poner en práctica la nueva subvención escolar preferencial.



Y, por último, cabe mencionar el establecimiento de manera explícita de usos adicionales, como la preparación y capacitación de equipos directivos e incentivos de desempeño docente, entre otros, para evitar interpretaciones equívocas.



Por lo tanto, la iniciativa que nos ocupa implica puros beneficios por donde se mire, ya que la Agencia de Acreditación de Calidad, que venía en desarrollo desde el Gobierno anterior y se concretó en el del Presidente Piñera, habiendo sido promulgada ya la ley respectiva, va a marcar un antes y un después con respecto al aseguramiento de la calidad.



Tal como aquí se señaló, no sacamos nada con dar más recursos si no se registra transparencia en su ejecución. Ello se tiene que acompañar de un buen uso de los fondos del Estado. Y, por esa razón -lo expongo, señor Presidente, por su intermedio, al señor Ministro de Educación, quien se encuentra presente-, considerando la función de la Agencia y las normas de la nueva Superintendencia de Educación, que también va a marcar una impronta muy importante en materia de fiscalizar, pido que se nos apoye en relación con la iniciativa sobre transparencia.



Esta última, que ingresé en calidad de autora, con mis Honorables colegas Quintana, Cantero, Hernán Larraín y Espina como coautores, sigue la línea de transparentar el buen uso de los recursos estatales y dar el mismo tratamiento de las sociedades anónimas a todos los proyectos educativos que los reciben, tengan o no fines de lucro. Lo que se halla en debate es el aseguramiento de la calidad y el que la ejecución de cada peso tenga la transparencia necesaria.



Por lo tanto -y para concluir, señor Presidente-, creo que esta es una innovación de real importancia y que causará un efecto muy relevante, porque la subvención escolar preferencial va a impactar positivamente en nuestra educación pública, así como también en la gestión municipal. Definitivamente, será así.



Como es obvio, los Senadores y la Senadora de la bancada de Renovación Nacional votarán a favor, tal como lo expresó, además, mi Honorable colega García.



Y, para finalizar, quiero retomar la idea y concluir con ella: este es un proyecto que otorga nuevos recursos del Estado y, simultáneamente, más elementos de transparencia, algo que el Gobierno del Presidente Piñera ha impulsado con mucha fuerza a través de la nueva Superintendencia de Educación, en cuya implementación con la mayor celeridad el Gobierno se ha jugado muy fuertemente.



Si eso lo unimos a las herramientas de la Ley de Transparencia, que entró en vigor en abril del año 2009, obtendríamos proyectos realmente muy redondos, desde el punto de vista de mayores ingresos, con recursos del Estado, para la educación pública, y, a la vez, mayor transparencia y control en el buen uso de esos fondos.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, es posible que la aprobación o rechazo del proyecto esté cruzado inevitablemente por el ambiente que estamos viviendo en el país. Nadie puede permanecer indiferente si llevamos más de cuatro meses de una movilización muy intensa y que hoy día registra, según la última encuesta, más del 87 por ciento de respaldo de la ciudadanía, la cual ve que se está luchando por terminar con el lucro y algunos abusos de regulaciones que, por desgracia, han hecho que nuestra educación sea probablemente de las más segregativas del mundo.



Pero hoy día tenemos que pronunciarnos sobre una iniciativa bien concreta, nacida en la época de la Presidenta Bachelet, cuando solo se pudo aprobar lo relativo al 20 por ciento de los niños más vulnerables, como se recordó acá. Hoy día tenemos la posibilidad de cubrir el 40 por ciento.



Los que concordamos con ello, como es mi caso, estamos disponiendo un aumento del 20 o del 21 por ciento de la subvención. No sé bien cuál es la cifra exacta,...

El señor WALKER (don Ignacio).- Es el 21 por ciento.

La señora ALLENDE.- ...porque el propio informe de la Comisión de Hacienda hace referencia a un 20 por ciento. Pero partamos de la base de que es el 21, como dice mi Honorable colega Ignacio Walker.



El procedimiento se ha concebido de una cierta manera gradual: se alcanzará el 7° básico por primera vez y se continuará a razón de un nivel por año. Los beneficiarios son hoy más de 800 mil alumnos y el próximo año se llegará a 900 mil. ¡Qué duda cabe de que se requieren recursos adicionales para los niños más vulnerables!



¡Y qué duda cabe de que no nos gusta el actual sistema escolar! Soy partidaria, como lo han planteado los estudiantes, de reformar profundamente el régimen educacional, porque, entre otras cosas, segrega, como dije.



Mas hoy día vamos a pronunciarnos, en concreto, sobre una subvención escolar preferencial que apunta al 40 por ciento de los niños que he mencionado; que se incrementa en 21 por ciento; que va a permitir un progreso, evidentemente, de acuerdo con el plan de mejoramiento educativo -en este, además, tiene que ser partícipe toda la comunidad escolar-, y contratar personal psicopedagógico y docente que fortalezca efectivamente la calidad que todos estamos buscando.



¡Qué duda cabe, entonces, de que tenemos que luchar porque se aplique todo lo que contempla la ley, para que realmente llegue al niño más vulnerable!



En cuanto al 48 por ciento de los recursos que aquí se ha recordado que no han sido rendidos, lamentablemente, por los municipios, los cuales los recibieron vía sus corporaciones educacionales, por cierto que pueden mediar múltiples razones para ello, como también se ha señalado, algunas justificadas y otras absolutamente injustificadas, y será preciso aplicar todo el peso de la ley. Pero, por haberse incurrido en ello, no podemos postergar a niños vulnerables.



No estoy dispuesta a esto último, señor Presidente. Quiero una reforma profunda del sistema de educación. Pero creo que resulta indiscutible que esta iniciativa nació en 2008 y que tenemos ahora la posibilidad de ampliarla. Me alegro de que por lo menos se beneficie al 40 por ciento de los niños más vulnerables.



Porque claramente se requieren más recursos y un plan de mejoramiento educativo de calidad, con participación activa de toda la comunidad escolar. También claramente buscamos, entonces, que el Estado cumpla lo que estimamos que la educación tiene que ser: un bien público. No quiero considerarla, ni como un haber, ni como un instrumento de mercado, ni como un trampolín, como aquí se ha señalado, sino completamente como un bien público -repito-, respecto del cual el Estado no puede eludir su responsabilidad. Y esta última, en tal caso, se está concretando a través del aumento de los recursos que se destinan a esos niños.



Ya tendremos la ocasión de ver, en definitiva, cómo son los acuerdos finales a los que vamos a llegar -cabe esperar que lleguemos a una cierta concordancia-; cuáles son los verdaderos cambios que tendrán lugar en el sistema educacional. Pero hoy día estamos ante la posibilidad de aumentar la subvención en 21 por ciento, y, por eso, señor Presidente, mi voto es a favor y voy a apoyar el proyecto de ley.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis,

El señor ORPIS.- Señor Presidente, se plantea en forma reiterada, con mucha razón, que el mejor mecanismo para lograr la movilidad social es, precisamente, el sistema educacional. Y el concepto es válido en especial respecto a las personas más vulnerables. Esa fue justamente la motivación para crear la subvención preferencial: concentrar la mayor cantidad de recursos en dicho sector de la población.



Pero este solo hecho no necesariamente es condición para obtener los mejores resultados. Porque ello no basta: es indispensable que los recursos se expresen en logros académicos, lo que indica un determinado nivel de preparación. Y, por lo tanto, parto de la base de que el otorgamiento de la subvención debe hallarse absolutamente subordinado al progreso que registren en ese aspecto los alumnos de colegios vulnerables.



Creo, señor Presidente, que llegó la hora de la verdad para la ley, porque se cumplen cuatro años de la implementación de los convenios. La normativa no estableció un mecanismo de renovación, que es una de las partes esenciales, en cambio, del proyecto en estudio. Estimo que cuando ellos se renueven será tremendamente importante, no solo respecto del Ministerio, sino también del Congreso, poder analizar, con mucha precisión, cuáles fueron los resultados académicos de los establecimientos que los celebraron y obtuvieron una subvención preferencial.



La iniciativa en análisis contiene otro elemento adicional que me parece tremendamente positivo, consistente -ello también es unánime dentro del mundo educativo- en que el verdadero desarrollo y éxito en materia educacional, al margen de los cambios estructurales, se da a nivel de aula, se da en el establecimiento, se da en la relación profesor-alumno.



Por eso, son muy importantes los mecanismos de flexibilidad que se incorporan a fin de contratar docentes, asistentes de la educación y personal necesario para mejorar las capacidades técnico-pedagógicas del plantel y la elaboración, desarrollo, seguimiento y evaluación del plan de mejoramiento.



Sin embargo, debo reconocer que me ha inquietado un aspecto del debate. Es indudable que la Contraloría General de la República es la que determinará si se utilizaron bien o mal los recursos. Lo que me alarma es que los destinados a la subvención preferencial hayan sido derivados a otros fines, porque se hipoteca precisamente el futuro de los alumnos de que se trata. Y más allá de las buenas o malas intenciones que se hayan abrigado para hacerlo, mi preocupación, que se refiere, finalmente, a la motivación inspiradora del beneficio, a lo esencial de la subvención, orientada a la población más vulnerable, radica en que los fondos no se hayan dirigido a esta, que es la que más necesita un mayor nivel educativo y medios.



Por lo tanto, me parece bien la incorporación de normas de transparencia en el proyecto de ley, las cuales establecen, en definitiva, que el dinero de la educación preferencial deberá ser objeto de una cuenta detallada y absolutamente distinta del resto de las subvenciones.



Sinceramente, señor Presidente, considero que no se puede alegar ignorancia o falta de información en no haber destinado los fondos a su objetivo, ya que todo el propósito del legislador en orden a potenciar a los más vulnerables termina perdiéndose al no llegar, en definitiva, a sus destinatarios y no se ven los resultados académicos en particular en la población que, por su condición, necesita precisamente más movilidad social.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si no hay objeciones, el Honorable señor Tuma me reemplazará en la testera, pues deseo intervenir.



Acordado.

)--------------(



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Tuma, en calidad de Presidente accidental.

)---------------(

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, estos asuntos no son fáciles de resolver. Porque, evidentemente, si uno respondiera a la necesidad inmediata, debiese aprobar el proyecto, y, a lo mejor, con entusiasmo; mas lo único que hace este tipo de iniciativas es seguir profundizando un modelo que, a mi juicio, se halla condenado al fracaso, a la imposibilidad de que Chile avance seriamente en mejorar la calidad de su educación, de constituirla un derecho. Algo que cuesta tanto en nuestro país, pero que representa un valor universal -lo de que es un derecho y, por lo tanto, conlleva gratuidad-, aquí es una particularidad, una extrañeza, una verdadera anomalía.



Me parece que deberíamos establecer un criterio que se sustentara en la garantía de la educación gratuita y de calidad para todos. Y sobre esa base, evidentemente, podrían existir otros de focalización adicionales. La educación no cuesta menos de 100 mil pesos mensuales por alumno. De otro modo, no es posible lograr la calidad. Y en comunas pobres, como Cerro Navia, La Pintana o Renca, todos los niños debieran ser objeto de políticas de discriminación positiva.



Lo que estamos haciendo acá, obviamente, es mantener una política excluyente y la educación, al final, como un negocio. En consecuencia, deberíamos discutir seriamente cómo el país puede financiar una reforma educacional verdadera, cómo se plantea hacer de la educación un instrumento de transformación y cambio, no solo desde el punto de vista de la economía, sino también de formar mejores ciudadanos, de definir cuáles son los que queremos para el siglo XXI.



Hemos entrado a una centuria que va a significar cambios profundos, en la cual los elementos de ciencia, de biotecnología, de biología, de síntesis, van a marcar las economías, y nuestra sociedad es absolutamente analfabeta respecto de lo que lo anterior depara. Con la educación actual, no tenemos ninguna posibilidad de generar destreza, de ser parte del mundo que viene ni de que en este se inserten nuestros jóvenes.



Por ello, nuestro país requiere con urgencia la destinación de los 4 mil millones de dólares por año adicionales que cuesta la reforma educacional. Lamentablemente, el Presupuesto -sé que no va más- proporcionará 700 millones de dólares anuales, lo que constituye una fracción por completo insuficiente, un verdadero portazo a toda la demanda de la sociedad chilena. Y la única manera de lograr el financiamiento necesario es una reforma tributaria y que las grandes riquezas paguen impuestos.



Pero si el objetivo del Gobierno es proteger a estas últimas para que no paguen aquellos que debieran... De hecho, nuestra carga tributaria es mucho más baja que la de Brasil, la cual se cuestionaba antes por situarse en un 33 por ciento, o la de Argentina, que está llegando al 30 por ciento. Con una de 20 puntos, jamás podremos enfrentar el desafío de las políticas sociales, y menos cuando se trata de un fondo de 4 mil millones de dólares, pero para seis o siete años, y que carece, además, de financiamiento permanente e incluso puede poner en riesgo algo que ha sido muy valorado en Chile: la responsabilidad fiscal.



Entonces, por mi parte, al menos, creo que tenemos que ir a la esencia del problema y no seguir poniendo parches. Y esto último es lo que estamos haciendo hoy día. ¡Es el parche de un modelo neoliberal! ¡Es el parche de un modelo que ha transformado la educación en un negocio y que sigue apostando al lucro, cuando la mayor parte de la sociedad demanda que se terminen uno y otro en ese ámbito! ¡Cuando sabemos que, en los colegios privados subvencionados, los recursos adicionales corren el riesgo de ser capturados por los prestadores y que se los metan en el bolsillo, sin invertirlos en los niños y jóvenes de nuestro país!



Por tal motivo, prefiero abstenerme.



Fui uno de los cinco Senadores que votaron en contra -porque la cuestión viene de antes y se lo reconozco al señor Ministro- del acuerdo suscrito por el Gobierno anterior con la Unión Demócrata Independiente, en particular, el de las manos levantadas, que de cierta manera significó darle la espalda a las demandas del movimiento de “los pingüinos”.



También voté en contra del acuerdo que se hizo a principios de este año, cuando el entonces Ministro Lavín nos planteó la idea de ¡una profunda revolución de la educación...!



Tampoco voy a apoyar la iniciativa que nos ocupa porque me parece que sería traicionarnos a nosotros mismos, pues implica seguir evitando la discusión de fondo que el país tiene que hacer y continuar poniendo parches.



Cuando uno mira la realidad de los países vecinos y de naciones exitosas como Finlandia, Nueva Zelandia, Alemania, Francia, que cuentan con sistemas de educación de calidad, queda perplejo al notar que estos son gratuitos y de derecho. Estudiar en esos países (educación superior, escolar o prebásica) es gratis. Y en estos sí que existen recursos para pagar. Podrían hacerlo, pero no lo hacen. Ello, porque el concepto de educación que sustentan se orienta en una dirección diametralmente opuesta a la de Chile, donde aquella se ha transformado en un bien de consumo, en un elemento de mercado.



Los conceptos de gratuidad son universales; se aplican en todas partes del mundo. Es cada familia la que decide si los usa o no. Pero constituyen derechos esenciales. 



Hacia allá debiera propender nuevamente nuestro país: a edificar una sociedad que se sustente en el objetivo fundamental de garantizar derechos, los que deben ser de calidad para que la educación sea de verdad un instrumento de igualación, de oportunidades, de inclusión, y no el que se presenta hoy día.



En Chile la educación está hecha para perpetuar y profundizar la desigualdad, la exclusión, la discriminación, la reproducción de las elites. Tenemos que cambiar esa realidad, lo que no se logrará siguiendo el camino de apostar por un modelo que se encuentra en crisis.



Por lo tanto, mi voto no está disponible para ahondar la situación con este tipo de iniciativas.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quien me antecedió en el uso de la palabra quizás me ahorra algunos comentarios porque yo pienso exactamente lo contrario.



Y mi actitud para enfrentar los problemas también es distinta.



Su Señoría se acaba de vanagloriar de haber votado con la misma fuerza en contra de lo que planteó la Presidenta Bachelet en su momento y de lo que propone el Presidente Piñera ahora. A mi juicio, esa no es la forma de afrontar los problemas. Eso es darles la espalda. 



La iniciativa sugiere una política que apunta a la esencia de cómo mejorar de verdad la calidad de la educación.



A veces se pierde el norte y se olvida lo que importa. Para que el ascensor social funcione en Chile, lo fundamental es la calidad de la enseñanza. Ello, más allá de quién la imparta, guarda relación con optimizar los contenidos, con dar oportunidades, con acortar las brechas de quienes tienen condiciones distintas, ya sea por el lugar donde nacieron o por los recursos económicos de sus familias. 



Y el proyecto en análisis va a la vena de esa desigualdad social profunda, la que se plantea con mayor dureza en el ámbito de la educación.



Me cuesta entender que alguien -después de todo lo que hemos visto y vivido- niegue un voto favorable a una iniciativa que busca precisamente otorgarle al más desposeído una ayuda especial en materia de subvención. ¡Ojo! Quizás se deba a que esta materia no tiene que ver con los que hacen ruido. Porque el proyecto no atañe a los universitarios, quienes generan un espacio comunicacional distinto. 



La iniciativa afecta a los que guardan silencio, a los que están en la educación preescolar o parvularia, la gran olvidada de las últimas décadas en Chile: solamente el 30 por ciento de los menores entre 2 y 6 años accede a ese nivel de formación, lo que claramente representa una gran desigualdad en la carrera por la vida. 



Además, se beneficia a la educación básica y media, donde también hay desigualdades profundas que tenemos que enfrentar.



Y la forma de solucionar esto es realizar un esfuerzo país tendiente a brindar una ayuda especial precisamente donde se produce esa desigualdad.



Ello constituye la médula de lo que debemos resolver: ¿cómo permitimos un mayor acceso a la educación? Obviamente, con una subvención de esta naturaleza. Además, con un incentivo especial para los que se hagan cargo de alumnos vulnerables, quizás se posibilite un acceso distinto.



El proyecto también tiene que ver con el financiamiento.



¿Cuántas veces se ha planteado en esta misma Sala la imposibilidad de brindar buena educación con los recursos hoy disponibles? ¿Cómo avanzar hacia un monto mayor de subvención que, según los investigadores, debiera estar entre 80 y 100 mil pesos?



Asimismo, la iniciativa se vincula con la calidad. Porque su texto también contempla los escenarios que a uno le garantizan que los recursos serán bien utilizados y que habrá capacidad para fiscalizarlos, que es lo que importa al final.



En resumen, señor Presidente, pese a que en materia educacional hemos tenido mucho espacio para el disenso y que los debates están a la vuelta del camino -probablemente nos dividirán en temas muy sustanciales-, creo que este es el tipo de asuntos que nos deberían unir. 



Para ser franco, yo esperaba una aprobación unánime. Me cuesta mucho entender que no será así. Incluso me es difícil comprender que el estar en contra de todo es lo que al final parece generar algún dividendo. 



Los temas educacionales se abordan enfrentando los problemas, no dándoles la espalda.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones acogidas en forma unánime por las Comisiones de Educación y de Hacienda (28 votos a favor y 6 abstenciones).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Novoa, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Se abstuvieron la señora Rincón y los señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Navarro y Rossi. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde tratar las modificaciones aprobadas por mayoría.



Como se observa en el informe de la Comisión de Educación, las indicaciones 9), 10) y 11) se aprobaron por tres votos a favor (Honorables señores Quintana, Walker (don Ignacio) y Chadwick) y uno en contra (Senador señor Navarro). Ellas se refieren al artículo 8° bis que se agrega al proyecto mediante el numeral 3, nuevo. 



Esa es la primera enmienda.



La segunda busca suprimir el actual número 3. 
Y la tercera, el numeral 4.



En todas estas modificaciones se pronunció en contra el Senador señor Navarro.

El señor COLOMA.- ¿Por qué no hacemos una sola votación, señor Presidente?

El señor WALKER (don Ignacio).- Sí. Hagamos una sola.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Va a argumentar, Su Señoría? 

El señor QUINTANA.- ¡Sí, pues! Es un tema fundamental.



Estamos hablando del artículo 8° bis, nuevo, ¿verdad?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Sí, señor Senador.



Luego de ello, como ya señalé, se tratará la modificación que propone suprimir el número 3 del proyecto. Y después, se abordará una tercera, para eliminar el numeral 4. 



Todas las enmiendas fueron acordadas por mayoría en la Comisión de Educación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Solo deseo pedir que se efectúe una sola votación respecto de las tres modificaciones, para seguir avanzando en la tabla.

El señor TUMA.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, podemos realizar un solo pronunciamiento para las tres enmiendas, lo que, a mi juicio, es razonable.

El señor GÓMEZ.- Siempre que se dé tiempo para argumentar, señor Presidente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por supuesto.

El señor WALKER (don Ignacio).- Abra la votación.

El señor GIRARDI (Presidente).- Se entiende que vamos a votar las tres modificaciones mencionadas en un solo acto, concediendo el tiempo correspondiente para fundar el voto.

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Votar que sí es hacerlo por el voto de mayoría en la Comisión?

El señor GIRARDI (Presidente).- Así es. Se vota a favor o en contra de la proposición del órgano técnico.



En votación las tres enmiendas acordadas por mayoría en la Comisión de Educación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, considero importante establecer algunas precisiones sobre el artículo 8º bis, nuevo. 



Su incorporación fue pedida por la Asociación Chilena de Municipalidades y también, por la Contraloría General de la República. 



Tal norma busca, básicamente, establecer mayores niveles de transparencia.



En general, lo que tenemos hoy afortunadamente no cambia. Este fue un punto relevante que sostuvimos los miembros de la Oposición en la Comisión, en especial en la discusión durante los primeros meses. Lo reitero, pues varios Senadores decían: “¿Por qué el trámite de la iniciativa ha tomado diez meses?”. Bueno, porque al principio era muy rígida la postura del Gobierno en torno al escalonamiento y a separar la subvención especial preferencial entre los dos primeros quintiles, en circunstancias de que al interior de una sala de clases o de un establecimiento nada de eso debería notarse.



En definitiva, la SEP no es otra cosa que un factor de asignación de recursos. Pero uno eficiente, porque, como se ha dicho, explica en gran medida los incrementos logrados por Chile en las pruebas SIMCE y PISA, lo cual ha sido reconocido a nivel internacional en los últimos años.



Frente a ello, se mantienen las cuatro áreas establecidas para el Plan de Mejoramiento Educativo: gestión de recursos, gestión de currículo, liderazgo escolar y convivencia.



¿Cuál es la diferencia entre lo propuesto en el proyecto y la SEP actual? Que con el artículo 8º bis, nuevo, se busca que la contratación de personal, en lo cual se va el 50 por ciento de los recursos y hacia donde apuntan las críticas de algunos colegas (Senadores Gómez, Rossi, Navarro, entre otros), sea separada de las cuatro áreas de gestión. 



Lo anterior, obviamente, pone el foco de una manera distinta, por lo que resultará mucho más fácil examinar el rendimiento de la SEP. 



Además -y este es un tema no menor; por eso insisto en él-, hubo un planteamiento muy transversal de parte de todos los actores involucrados (Colegio de Profesores, Asociación Chilena de Municipalidades, Contraloría), en el sentido de que hoy día los profesionales que están reforzando cualquiera de las cuatro áreas (gestión de recursos, gestión de currículo, liderazgo escolar y convivencia) son contratados a honorarios, en circunstancias de que los profesores bien podrían ser contratados bajo el Estatuto Docente o el Código del Trabajo, según la modalidad que corresponda.



Entonces, tal flexibilidad será garantía de mayor control de los recursos.



Por esa razón, señor Presidente, junto con el Senador Ignacio Walker, aprobamos en la Comisión las indicaciones que originaron el artículo 8º bis, nuevo, al igual que el Honorable señor Cantero.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¡yo quisiera...

El señor QUINTANA.- ¡Creerme...!

El señor GÓMEZ.- ... creerle al Senador Quintana lo que ha mencionado...!



Hablando en serio, deseo insistir en que nuestro sistema educacional -he escuchado muchas veces precisiones respecto de su calidad- está considerado entre los más malos de los que hay en los países a los cuales pretendemos parecernos: los de la OCDE.



Si se revisan los estudios sobre la calidad de la educación chilena, se apreciará que los colegios municipales están en la línea más baja, con un poco más de 400 puntos, y los particulares subvencionados, con y sin fines de lucro, en torno a los 440 puntos.



¿Quiénes imparten buena educación en Chile? Los colegios particulares pagados. Estos se hallan sobre la línea media de la OCDE: más de 500 puntos.



Entonces, cuando llevamos a cabo, en este Gobierno o en los anteriores -no me refiero solo al actual-, políticas de focalización en la entrega de recursos para niños más pobres, no estamos cumpliendo un objetivo real -vuelvo a insistir en ello-: permitir que la educación pública sea de calidad y que exista un referente relevante, como el Estado, que garantice calidad suficiente para tirar hacia arriba al resto de los establecimientos educacionales.



¡Eso en Chile, señor Presidente, no pasa!



Bajo ese concepto, quiero expresar que nuestra educación es de una calidad bastante baja.



En la prueba PISA se establecen 6 niveles. Y la educación chilena está en el nivel 2; es decir, uno antes del más malo.



Entonces, ¿de qué estamos hablando? De que entregamos recursos focalizados, pero la educación no mejora. 



¡Esa es la realidad! ¡Eso dicen los estudios!



En definitiva, se necesitan criterios de mejoramiento de la educación. Y ahí se debe partir por algo esencial. En este punto quiero contestarle a mi amigo el Senador Juan Antonio Coloma: no es que uno esté en contra por estarlo. Hay que modificar el sistema de educación -lo he manifestado siempre- por completo, desde su nivel preescolar hasta el terciario.



¿Por qué? Porque el ámbito preescolar es el más importante desde el punto de vista del desarrollo del niño, según dicen todos los expertos. Sin embargo, si se analiza la cobertura actual de dicho sistema, se aprecia que es mínima con relación a la cantidad de niños en Chile.

El señor COLOMA.- Alrededor de 30 por ciento.

El señor GÓMEZ.- De 1,5 millones de menores, solo se halla cubierto el cuarenta y tantos por ciento, y además, en tres sistemas -JUNJI, INTEGRA, VTF (jardines municipales vía transferencia de fondos)-, cada uno con distintas subvenciones.



Es decir, no existe un trabajo serio, focalizado, a efectos de establecer una educación integral que produzca los cambios que esperamos.



Por consiguiente, entregar recursos a un “pozo negro” no me parece una fórmula adecuada. Lo correcto sería fijar criterios globales.



Por eso, siempre sostenemos la necesidad de contar con un sistema nacional de educación. Eso no significa volver al Ministerio de Educación, sino definir claramente cuál será ese sistema.



En materia preescolar estamos lejos de lograr calidad. 



Por ejemplo, en el nivel de los niños de 0 a 2 años, la situación resulta más grave aún por la falta de posibilidades para ofrecer lugares donde ellos desarrollen su capacidad de aprendizaje, aspecto que constituye la parte más importante de la educación.

El señor COLOMA.- ¿Y el posnatal?

El señor GÓMEZ.- El posnatal dura seis meses.

El señor COLOMA.- ¡Pero ayuda!

El señor GÓMEZ.- Yo estoy hablando de niños de 0 a 2 años.



Señor Presidente, le pido más tiempo para argumentar. Di el acuerdo para abrir la votación en el entendido de que se nos permitiría exponer.

El señor GIRARDI (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor GÓMEZ.- En atención a las diversas cifras que hemos ido estudiando, es necesario efectuar en Chile una inversión extremadamente alta. Nosotros la calculamos en más de 10 mil millones de dólares al año, adicionales a lo que hoy día tiene el Ministerio de Educación. ¿Por qué? Porque nosotros queremos que de ese millón y medio de niños el 80 por ciento de ellos curse educación preescolar, con un aporte del Estado no de 35 mil pesos, sino uno similar al de los países desarrollados -como corresponde-, el cual supera los 160 mil pesos. Pero, como lo calculamos en 145 mil pesos, se necesitan 5 mil 382 millones de dólares al año.



¿Y cuánto invierte hoy día el Estado chileno en materia educacional? Menos de 1.200 millones de dólares. ¡Esa es la realidad de nuestra cobertura e inversión en la educación preescolar, la más importante!



En materia de educación escolar...

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminó su tiempo, Su Señoría.



Tiene un minuto adicional.

El señor GÓMEZ.- Como decía, en materia escolar, hay diferencias tremendas. Porque no hay un sistema nacional que asegure calidad, seguridad y gratuidad.



Para ello se requiere inversión de verdad. Por eso señalaba anteriormente que, de acuerdo a los expertos, un aporte estatal por niño de 100 mil pesos para todo el régimen escolar permite una educación dirigida hacia la calidad, lo que implica 8 mil millones de dólares.



¡Ojo! Hoy día se invierten 6 mil 200 millones. Por lo tanto, solo restaría agregar 1.800 millones de dólares.



En la educación superior, también es menester hacer cambios, y que sean profundos, no cosméticos. Por eso, nosotros calculamos que se requieren más o menos 3 mil 765 millones de dólares.



Pero en nuestro análisis no proponemos que ello se realice de la noche a la mañana. Probablemente se precise determinado lapso, para lo cual establecemos distintos criterios de desarrollo, hasta llegar a los 15 años.



¿Por qué? Porque de esa manera lograremos la cobertura de la mayoría de los preescolares de 0 a 2 años.



En fin, la intencionalidad de nuestra intervención es llamar la atención respecto de que el problema educacional no se puede resolver en forma parcial, sino que se debe perseguir un fin, una mirada de futuro y recibir una inversión suficientemente fuerte.



El Gobierno propone destinar 700 millones de dólares al presupuesto de educación, lo que significa absolutamente nada en función de lo que requiere el país.



Si realmente quisiéramos hacer el cambio educacional que se necesita a partir del 2012, ello implicaría invertir el próximo año en esta materia no menos de 4 mil 200 millones de dólares para lograr las reformas que el país pide. Lo demás sería totalmente inconducente.

El señor GIRARDI (Presidente).- Concluyó su tiempo. Le vamos a dar una cuarta extensión. Pero por última vez.

El señor GÓMEZ.- Por eso me oponía a votar en un solo acto. La próxima vez no daré la unanimidad.



Podríamos haber debatido cada uno de los artículos. En estas materias es más importante intervenir. Como se están discutiendo ahora no es lo adecuado sobre todo cuando el país debe imponerse de las diferencias existentes en este ámbito.

El señor GIRARDI (Presidente).- Por eso le he dado más tiempo.

El señor GÓMEZ.- Este tema es muy de fondo como para estar cortando cada dos minutos la intervención. Lo relevante sería realizar una discusión profunda. Y no la hemos tenido. Aquí se aprueban las iniciativas sin que la ciudadanía sepa cuáles son nuestras diferencias.



Nosotros tenemos una discrepancia de fondo, y queremos plantear con toda claridad que tanto este Gobierno como el anterior, y todos los otros, debieran haber invertido los recursos necesarios con la finalidad de cumplir el objetivo de una educación pública gratuita de calidad. Y eso no se ha hecho. ¡Ni ahora ni antes!



Lo que se efectúa hoy constituye un engaño. Se establecen 700 millones de dólares en el presupuesto. Se ponen 4 mil millones como si fueran la solución del problema. Resulta que estos son para 4 o 6 años. Y ello no es suficiente para efectuar los cambios educacionales que el país requiere, que los estudiantes piden y que más del 80 por ciento de los chilenos exige.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, cuando se mencionaba que la primera intención de este proyecto era incrementar normas y la segunda flexibilizarlas, simplemente se aludía al sentido de lo propuesto: flexibilizar las disposiciones que permitan efectivamente regularizar situaciones que no quedaron del todo claras y que generaron inconvenientes en el uso de los recursos por los alcaldes.



Entiendo que ello no solo es una clarificación para el futuro, sino que también viene a dar una clara señal respecto de los alcaldes o los encargados del área educacional que gastaron los fondos sin disponer de tal clarificación.



El sentido de esta norma es precisamente dar claridad acerca de lo que se puede hacer; declarar que hay flexibilización y precisar algunos ámbitos poco despejados.



Señor Presidente, me parece positivo regularizar la situación, toda vez que, como se ha señalado, la Contraloría presentó algunas objeciones que, de no ser dilucidadas, van a generar problemas hacia adelante. No se aclaran del todo retroactivamente. Pero, por lo menos, se da una señal orientadora.



Además, quiero valorar el trabajo del señor Ministro en la línea de ir despejando los “ruidos” y abriendo espacios para avanzar en la solución de los problemas que hoy día nos tienen tan complicados en el ámbito educacional.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 20 votos a favor y 4 abstenciones, se aprueban las enmiendas acogidas por mayoría en la Comisión de Educación y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Novoa, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Se abstuvieron los señores Girardi, Gómez, Muñoz Aburto y Rossi.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Educación.

El señor BULNES (Ministro de Educación).- Señor Presidente, no voy a extenderme en los beneficios del proyecto, porque ello ha sido tratado latamente por los señores Senadores.



Solamente deseo destacar como eje fundamental que esta normativa beneficiará a más de 800 mil alumnos que caen en la categoría de prioritarios, que corresponden a los más vulnerables. Por lo tanto, la aprobación de este proyecto representa una gran noticia.



Junto con lo anterior, quiero resaltar el trabajo de consenso que se dio en la Comisión de Educación del Senado, donde, no obstante las diferencias que se plantearon por el Presidente de la Comisión, Honorable señor Quintana, y los Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Ignacio Walker y Hernán Larraín -quien en su momento también la integraba-, se llegó a concordar un texto que, finalmente, después de varios meses de debate, nos permite sacar adelante el proyecto, faltando solo el trámite de la Cámara de Diputados.



Ello representa una gran noticia para el país y, en especial, para los estudiantes que se verán beneficiados con esta subvención en todos los niveles.



Además, quiero agradecer a los Senadores que hoy dieron su apoyo mayoritario a esta iniciativa.



Por último, respecto de lo planteado por el Honorable señor Gómez, debo expresar que me voy a preocupar de revisar los oficios pendientes de respuesta. Porque, si hay requerimientos de información que no se han contestado, procede ponerse al día.



Es cuanto quería expresar, señor Presidente.

)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Señores Senadores, debo anunciar que en Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana figurarán el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Convenio entre el Gobierno de la República de Chile y el Consejo Federal Suizo sobre el ejercicio de actividades remuneradas por parte de los familiares dependientes de miembros de las misiones diplomáticas, representaciones consulares y misiones permanentes”, y la iniciativa que prohíbe toda forma de publicidad del tabaco y restringe su consumo.

El señor ESCALONA.- ¿Por qué?

El señor GIRARDI (Presidente).- Porque así fue solicitado por algunos Senadores.



La segunda iniciativa a la que me referí debe ser discutida en general.


Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, yo no fumo, soy antitabaquista. Pero no soy partidario de criminalizar a la gente que fuma. Así que no estoy de acuerdo en que se le dé este tratamiento al proyecto sobre el tabaco, el cual requiere debate.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Conforme al Reglamento, el Presidente tiene la atribución para proponerlo, sin perjuicio de que un Comité pueda observar esa proposición.

El señor GIRARDI (Presidente).- No hay problema, señor Senador. 



Pensé que se trataba de una solicitud ampliamente compartida. Además, es una campaña universal de este Gobierno y un tema planetario. No hay norma nueva que se esté aprobando o alguna que no haya sido promovida por la Organización Mundial de la Salud.



Pero no veo inconveniente en que se discuta como señala Su Señoría.



La otra solicitud corresponde al Honorable señor Frei y a otros señores Senadores, quienes pidieron colocar en Fácil Despacho la ratificación del Convenio con el Consejo Federal Suizo.



Entonces, quedará solo en esa parte de la tabla de mañana el proyecto de acuerdo a que me referí.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero ser superclaro en respaldar y asumir lo dicho por el Senador Escalona.



No se trata de que uno esté de acuerdo o no con el contenido del proyecto. Yo tampoco fumo; pero en Fácil Despacho se tratan aquellas iniciativas que casi no requieren debate. Por eso las intervenciones están limitadas a un tiempo dividido en partes iguales entre un Senador que apoye un proyecto y otro que lo impugne.



Y si hay una materia que requiere debate es precisamente este tipo de acuerdos. Por ello debe tenerse mucho cuidado con su incorporación en Fácil Despacho.



Coincido con lo planteado por el Senador señor Escalona, lo que no significa tener pleitesía ni criminalizar actitudes, sino simplemente estudiar a fondo las normativas que deben aplicarse a millones de chilenos.



Entonces, veamos esto con sentido positivo y no negativo.



Adhiero, pues, a la posición de Su Señoría.

El señor GIRARDI (Presidente).- Así lo entiende la Mesa, señor Senador.

AUMENTO DE PENAS EN DELITO DE ROBO DE CAJEROS AUTOMÁTICOS

El señor GIRARDI (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que aumenta las penas del delito de robo de cajeros automáticos, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7689-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 46ª, en 30 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 56ª, en 27 de septiembre de 2011.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es sancionar el robo con fuerza de cajeros automáticos o dispensadores automáticos de dineros, o del dinero y valores contenidos en ellos, con la pena de presidio menor en su grado máximo de 3 años y un día a 5 años.



La Comisión discutió esta iniciativa en general y dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Sabag, en la misma forma en que lo despachó la Cámara de Diputados. Su texto se transcribe en la parte pertinente del informe.

El señor GIRARDI (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, como señaló el señor Secretario, esta iniciativa, iniciada en mensaje, fue analizada por la Comisión, la cual la despachó por unanimidad; se aprobó por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional, y tiene por objeto aumentar las penas por el robo de cajeros automáticos.



¿Qué señala el mensaje? Fundamenta la iniciativa en el hecho de que el funcionamiento de los cajeros automáticos reviste una particularidad que lo transforma en una actividad de especial importancia para la población, constituyendo un beneficio social que asegura a los usuarios la satisfacción de sus necesidades mediante la entrega de un sistema de pago aceptado por todo el comercio.



En ese contexto -continúa el mensaje-, la existencia de cajeros automáticos responde a una necesidad de acceso de los particulares a los recursos financieros de manera expedita y segura, por lo que los delitos contra los dispensadores implican la interrupción de un servicio relevante para la comunidad.



Agrega que estas herramientas de entrega de dinero permiten el acceso a servicios financieros en sectores que, por su ubicación geográfica, condición socioeconómica o su escasa población, no son atractivos para el funcionamiento de sucursales bancarias. Así, tales cajeros constituyen un elemento de acceso igualitario a los recursos financieros, permitiendo a las personas transitar sin portar grandes cantidades de dinero y disminuyendo la posibilidad de robos.



El mensaje da cuenta también de una estadística extraordinariamente alta en este tipo de delitos.



Señala que a marzo de este año se han verificado más de 126 robos a cajeros automáticos, de los cuales 80 se han producido por medio de la técnica del “vehículo vaquero” (la ciudadanía conoce este mecanismo como “alunizaje”, porque se utilizan autos o camionetas para lacear y arrancar los cajeros), representando el 63,4 por ciento del total de los robos.



La estadística indica, pues, que durante este año las cifras vinculadas a robo mediante la técnica del vehículo vaquero o alunizaje aumentaron en 63,5 por ciento. De manera que nos encontramos frente a una actividad delictual creciente, por lo cual hay que establecer una penalidad distinta a la existente en la actualidad,



Al respecto, quiero recordar a los señores Senadores que los distintos tribunales del país sancionan este tipo de ilícitos aplicando las penas para los delitos de hurto y robo, por lo que en 85 por ciento los autores de estos actos quedan en libertad en la misma audiencia de control de detención, echando por tierra muchas veces la exitosa acción policial en la captura de los delincuentes que los llevan a cabo.



Tal situación ha llevado al Ejecutivo a determinar un aumento significativo de las penas. Y la agravante que propone en el mensaje la establece en función del objeto material, los cajeros automáticos y dinero contenido en ellos, y no de la interrupción e interferencia en su funcionamiento en razón de los siguientes argumentos.



Normalmente, el robo con fuerza de cajeros automáticos genera como efecto el que dejen de funcionar. Por lo tanto, el servicio socioeconómico que se entrega a la comunidad queda absolutamente imposibilitado.



En seguida, se presentan problemas para determinar las causas del no funcionamiento del cajero.



Y en tercer lugar puede resultar complejo asimilar la función social de los servicios de suministro público a la utilidad de los cajeros.



Así, se incorpora un nuevo inciso al artículo 443 del Código Penal, sancionando específicamente el robo de cajeros automáticos con la misma pena que el robo de cosas que produzcan la interrupción de un servicio público o domiciliario, es decir, 3 años y un día a 5 años.



Vuelvo a insistir: se equipara la pena -no lo dispone así la legislación hasta ahora- para el robo de un dispensador a la que rige para el robo con fuerza de cosas que produzca interrupción de un servicio público o domiciliario.



Esas son las razones que tuvo la Comisión de Gobierno para aprobar en general el proyecto, porque siempre resulta necesario en este tipo de iniciativas abrir un espacio de tiempo para la discusión en particular, por si algún Senador quiere perfeccionar el tipo penal, con el objeto de mantener coherencia en la sanción de estos ilícitos.



Por ende, como miembros de la Comisión de Gobierno, proponemos y recomendamos a la Sala acoger la idea de legislar.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, sin entrar al fondo ni pronunciarme sobre las bondades o defectos que pudiera contener la iniciativa, quiero señalar lo siguiente.



Me llama profundamente la atención que el proyecto no haya sido visto por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, ya que trata sobre una materia específica de su ámbito (aumento de penas y establecimiento de una nueva figura criminal) y dice relación con una disposición del Código Penal. 



Por eso, pido que la iniciativa sea enviada igualmente a dicho órgano de trabajo.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, a mí también me llama mucho la atención el proyecto, pues no entiendo por qué se han de establecer sanciones especiales para delitos ya contemplados hoy en nuestra normativa. Da la impresión de que hay una obsesión por tipificar de manera distinta determinados ilícitos en cuanto a su penalidad. 



Aquí pareciera que lo único que se busca es proteger a los bancos, que son los que prestan el servicio de cajeros automáticos. Pero no veo cómo se pueda llegar a la conclusión de que un aumento en las penas vaya a terminar con los robos de los dispensadores de dinero.



Recuerdo que años atrás se empezó a generar una cadena de robos a las sucursales bancarias. En esa oportunidad, se exigió que las propias entidades afectadas dispusieran normas de prevención y de seguridad mínimas para evitarlos. ¿Por qué? Porque con el nivel de competencia y de ofertas que había para conquistar a nuevos clientes lisa y llanamente ellas habían dejado de aplicar medidas de esa índole; también, por supuesto, porque su establecimiento significaba mayores costos de operación. Sin embargo, a nadie se le ocurrió incrementar las penas por el robo de dinero a un banco.



Y aquí, señor Presidente, no creo que porque endurezcamos las penas vayan a disminuir los robos de cajeros automáticos. Pienso que una política de prevención en esta materia tiene que correr por cuenta de las propias instituciones que entregan el servicio mediante el establecimiento de mecanismos o medidas de seguridad que impidan la ocurrencia de los ilícitos.



De hecho, en las estaciones de servicio -los lugares preferidos para el robo de dispensadores, por las facilidades que ofrecen para quienes llegan en vehículo (el Senador Pérez Varela hablaba de los “vehículos vaqueros” con los cuales los amarran y los transportan para después retirarles el dinero)- ya se nota con claridad que los resguardos dispuestos han imposibilitado, en la práctica, la comisión de nuevos ilícitos: topones o barreras delante de las máquinas o su disposición empotrada, de manera que no sea fácil llegar y sacarlos.



Eso mismo se hizo antiguamente en las sucursales bancarias y los robos disminuyeron a tal punto que hoy en día son prácticamente excepcionales.



Pero, más allá de las cuestiones prácticas, lo que me llama la atención es que estemos legislando para proteger a instituciones que, en realidad, ofrecen un servicio por el cual cobran bastante caro. No es gratuito. A mí no me convence el argumento del incremento de las penas porque el robo de cajeros interrumpe el suministro de un servicio público o domiciliario. Con ese criterio, entonces, deberíamos legislar de esa forma para cada una de las áreas de la actividad comercial donde se produjeran delitos. Y, en este caso, los bancos cobran por el servicio y compiten por él, en tanto que los usuarios pagan por tal prestación.



A mí no me parece razonable establecer una suerte de discriminación en un determinado tipo de delitos. Si es robo, es robo; si es hurto, es hurto; si es con violencia, es con violencia; si es en lugar no habitado, es en lugar no habitado.



Así que, en principio, no considero que un proyecto de esta naturaleza tenga lógica, porque claramente discrimina con respecto a otros sectores.



El fin de semana nos enteramos, a través de los medios de comunicación, de que el Gobierno enviará una iniciativa que aborda el saqueo a los supermercados y las tomas, entre otras situaciones, en circunstancias de que las sanciones para esos delitos ya se hallan establecidas en el Código Penal. Pareciera que existe una tendencia, una moda: empezar a discriminar o hacer diferencias entre ilícitos de la misma especie. 



Curiosamente, lo que siempre se protege es al dinero o a quienes poseen determinada condición económica, a pesar de que esas mismas instituciones les cobran a los usuarios -que son quienes nos deberían importar- por los servicios que les prestan.



Así que, señor Presidente, me parece muy bien que la iniciativa pase a la Comisión de Constitución, para ver si ahí nos pueden explicar, con otros argumentos o con una imaginación mayor a la contenida en el mensaje,  por qué se justificaría para la sustracción de cajeros automáticos una sanción mayor y distinta de las establecidas para el robo y el hurto.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Patricio Walker.

El señor WALKER (don Patricio).- Señor Presidente, la verdad es que no quiero prejuzgar respecto al fondo del proyecto. 



Estaba revisando el mensaje y no me queda tan claro que sea necesario -tal vez lo es- establecer la pena, en este caso, en función del robo con fuerza en las cosas en lugar no habitado cuando se produce la interrupción de un servicio público o domiciliario. 



Fui 12 años Diputado y ahora llevo un año y medio como Senador, y nunca me había tocado que una iniciativa de esta índole no pasara por la Comisión de Constitución. Y este es un proyecto cuya naturaleza hacía pertinente remitirlo allí. 



Desconozco por qué en su oportunidad se decidió enviarlo a la Comisión de Gobierno. Con todo respeto, en la de Constitución jamás pretenderíamos analizar una iniciativa relacionada con los municipios, con los gobiernos regionales, porque se trata de materias que son de su competencia. 



Por eso, me quiero sumar a la petición de que el proyecto sea enviado a la Comisión de Constitución. No tengo problemas, puesto que ya lo vio la de Gobierno, en actuar como Comisiones unidas. Pero en este momento no estoy en condiciones de pronunciarme sobre él sin haber tenido un debate de fondo en el órgano pertinente. Lo digo con todo el respeto que me merecen los integrantes de la otra Comisión. No tengo nada contra ellos. Simplemente, la materia que aborda el texto en debate hacía necesario que este fuera visto por la de Constitución.



Por lo tanto, señor Presidente, me sumo al planteamiento que los Senadores Pizarro y Muñoz Aburto efectuaron en tal sentido.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- En realidad, señor Presidente, el proyecto es bastante simple. En la Cámara de Diputados lo vio la Comisión de Seguridad Ciudadana y Drogas. Y en razón de que Carabineros e Investigaciones pasaron a depender del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, en el Senado todas estas iniciativas se han estado enviando a la Comisión de Gobierno.


Pero debo aclararle al Senador Patricio Walker que la Comisión de Constitución ha estudiado muchas iniciativas que le correspondían solo a la de Gobierno. Así lo hicimos presente en la Sala. Y por eso actualmente se están viendo dos o tres de ellas por ambos organismos, trabajando de manera unida. 



En todo caso, no tengo ningún problema en que este proyecto vaya también a la Comisión de Constitución, o a Comisiones unidas, que sería lo mejor. Se podrían formar dos tablas: una en la que se incluyeran las iniciativas de más fácil despacho, como esta, y otra en la que colocaran las demás, como aquella que envió recientemente el Ejecutivo, que ya estamos analizando. 



En relación con el texto en discusión, quiero decir lo siguiente.



¿Qué dicen, generalmente, los jueces? “Nosotros aplicamos la ley, no la hacemos, pues ello corresponde a los parlamentarios y al Ejecutivo”. 



Entonces, vienen los reclamos. “¡Pero no puede ser! ¡Se llevaron otro cajero automático! A marzo de este año ya van 126 robos”. Y los autores del delito salen libres al día siguiente o a los pocos días. Ahí está el costo-beneficio: “A lo mejor me va bien si robo un cajero con 100 millones de pesos; de lo contrario, voy a estar poco o muy poco tiempo en la cárcel”. 



Y se trata de un ilícito que no estaba contemplado cuando se estableció el Código Penal. Esto de llevarse los cajeros automáticos es de ahora último. Por lo tanto, no está tipificado, aun cuando queda englobado dentro del robo con fuerza. 



¿Qué hace este proyecto de ley? Agrega, en el inciso segundo del artículo 443 del referido Código, algo muy corto: “Con la misma pena” -o sea, 3 años y un día a 5 años, como manifestó el Presidente de la Comisión de Gobierno, Senador Pérez Varela- “se sancionará el robo con fuerza de cajeros automáticos o dispensadores automáticos de dineros, o del dinero y valores contenidos en ellos”. 



¡Eso es todo! Porque los jueces dicen que tal delito no se encuentra tipificado. Y en cuestiones penales el delito debe estar tipificado para ser sancionado. Por lo tanto, los defensores logran sacar a los delincuentes, que continúan asaltando. Y los cajeros automáticos brindan un servicio público, que a todos nos presta gran utilidad. En cualquier parte a la que uno vaya no tiene que hacer cola en el banco para sacar plata. 



Sin embargo, su robo hoy es “el pan nuestro de cada día”. Y la gente pregunta: “¿Cuándo y cómo se le va a colocar coto a esa situación?”.



¡Con esto, pues! ¡Con el proyecto que ha llegado al Parlamento! 



La Cámara de Diputados lo despachó antes de 60 días. Aquí, nosotros vamos a entrar en una larga letanía, como nos ocurrió con una ley que vimos recientemente, que a la otra rama del Congreso le tomó menos de 90 días aprobarla, y a nosotros, más de 10 meses. 



¡Qué pasa en el Senado hoy en día! La semana pasada analizamos, en tercer trámite, la iniciativa sobre posnatal. ¡Estuvimos casi dos horas y media discutiendo un asunto simple! La Cámara Baja lo despachó en 10 minutos, casi de inmediato. Es lo que hacíamos antes en esta Corporación. Ahora es al revés. Es la Cámara de Diputados la que nos está dando lecciones de ejecución rápida y efectiva, sin discusiones. Antes se hablaba, no por un proyecto, sino para la galería o para que quedara registrado en la historia. ¡Eso es propio de un Diputado, no de un Senador! 



Por ello, creo que estamos ante una iniciativa tan simple, tan necesaria,  que, si de mí dependiera, la aprobaría en general y en  particular a la vez, cosa que la próxima semana el Presidente la estuviera firmando como ley de la República. 



Gracias. 

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García. 

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque la intervención del Senador Sabag, quien me interpretó plenamente, me ahorra muchas de las cuestiones que pensaba decir. 



Solo agregaré que tengo entendido que el robo de cajeros automáticos se entiende perpetrado en lugar no habitado, por lo que las penas aplicables son más bajas. 



Hasta marzo de este año ya se habían registrado -así me pareció escuchar- 126. Y se trata -digamos las cosas como son- de hechos que causan temor y alarma en la población, pues se producen uno tras otro. 



Por eso, me parecen muy razonables las dos medidas que se proponen. La primera consiste en aumentar la penalidad, y la segunda, en obligar a las instituciones financieras a tener mayor vigilancia -en concreto, vigilantes privados-, para evitar la perpetración de este tipo de delitos, los cuales, aparentemente, se cometen con bastante facilidad y reiteración. 



Votaré que sí, señor Presidente.  

El señor GIRARDI (Presidente).- Pido autorización de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Gómez.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela. 



--Pasa a dirigir la sesión el Senador señor Gómez, en calidad de Presidente accidental.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, yo no tengo ninguna objeción para que este proyecto sea visto por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 



Tal como dijo el Honorable señor Sabag y lo refrendó el Senador García, se trata de un texto simple. Sin embargo, se han dado ciertos argumentos que no corresponden a la realidad. 



La iniciativa apunta a los robos de cajeros automáticos que se cometen no solo en bancos, sino también en farmacias, supermercados, bombas de bencina, almacenes. Estamos hablando de un servicio público. ¿Cuántas pensiones y cuántas remuneraciones se pagan a través de ellos? Constituyen un instrumento vastamente utilizado por la población. De ahí que sean ubicados en los lugares de más fácil acceso. Muchas comunas pequeñas, por lo menos de mi circunscripción electoral, piden la instalación de un dispensador, aunque a veces quede algo alejado, con el objeto de que los funcionarios públicos, los pensionados y la gente en general puedan disponer de los recursos financieros de manera fácil y expedita. 



Por lo tanto, no hay duda de que el robo, la destrucción o la paralización de cajeros automáticos causan un grave perjuicio a la población, a las numerosas personas -ojalá que su uso se siga masificando- que los utilizan a diario. 



Por eso, el robo de una de esas máquinas es distinto del robo común y corriente -de un auto, por ejemplo-, porque con ello se imposibilita que se siga prestando un servicio a la comunidad. 



Lo único que hace este proyecto de ley es equiparar su penalidad con la del robo con fuerza en las cosas cuando este provoca la interrupción de un servicio público o domiciliario, porque, en realidad, es eso lo que ocurre en este caso. Y estoy seguro de que la Comisión de Constitución, en el evento de que la Sala determine que la iniciativa sea estudiada también por ella, va a arribar a la misma conclusión, por cuanto es obvio que con la sustracción de uno de dichos aparatos se interrumpe un servicio y, por ende, su sanción debe ser equiparada a la establecida por el Código Penal para la interrupción de cualquier servicio público o domiciliario. Así, se castiga de manera significativa a quien comete ese delito. De eso no hay duda. 



En las grandes ciudades ya se puede apreciar que los bancos están tomando medidas para resguardar sus cajeros automáticos. Pero ¿qué posibilidad tiene de hacerlo una farmacia, un almacén o un supermercado pequeño de pueblo? Puede que también empiecen a tomar alguna decisión al respecto. 



Sin embargo, lo que aquí se pretende no es resguardar el dinero del banco, sino castigar a quien inflige un perjuicio significativo a la ciudadanía. 



Basta, por ejemplo, que se robe un dispensador ubicado en una caja de compensación que paga las pensiones para decir que nos encontramos frente a una situación extraordinariamente compleja, pues se interrumpió un determinado servicio.



Si no aprobamos la iniciativa en análisis, la sanción que se aplicará, en el evento de que la persona sea detenida e investigada, será la del robo o del hurto y no la establecida para el delito de robo con fuerza de cosas que produzcan la interrupción de un servicio público o domiciliario.



Por ende, creo que ese es el camino que debemos tomar.



Como Presidente de la Comisión de Gobierno, no tengo objeción en que el proyecto pase a la de Constitución. No fue el órgano técnico que dirijo el que pidió tratarlo. Siendo el Ministerio del Interior el que hoy, a través de la Subsecretaría de Seguridad Pública, tiene una función en esta materia, la Mesa juzgó adecuado que fuera a la Comisión que se vincula directamente con dicha Cartera la que conociera de la iniciativa. Y eso me parece bien.



Tal vez proyectos de mayor complejidad deban ser vistos por la Comisión de Constitución. Pero este no reviste tales características. Es una iniciativa simple, como dijo el Senador Sabag.



En consecuencia, considero que sería más adecuado que la Sala la despachara, salvo que, según el mejor entender del Presidente, se quiera remitir a la Comisión de Constitución.



Pero estoy seguro -vuelvo a insistir- de que dicho órgano técnico arribará a la misma conclusión a la que llegaron la Cámara de Diputados y la Comisión de Gobierno, y que sin duda refrendará la mayoría del Senado.

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Señores Senadores, ha terminado el Orden del Día. Además, no existe quórum para tomar la decisión de enviar el proyecto a la Comisión de Constitución.



Por lo tanto, la iniciativa queda pendiente para mañana. Se encuentran inscritos los Senadores señores García-Huidobro, Pizarro y Coloma.



No habiendo quórum para adoptar acuerdos, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso a las solicitudes de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



A los señores Ministro de Salud y Director de FONASA, solicitándoles informar en detalle sobre ELEVACIÓN DE APORTE EN PRESTACIONES SANITARIAS PARA HOGAR DE CRISTO, EN ESPECIAL CON RELACIÓN A ALBERGUES Y HOSPEDERÍAS DE REGIÓN DE MAGALLANES.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Director Nacional de CONADI, consultándole por TARDANZA EN ASIGNACIÓN DE TÍTULOS DE SUBDIVISIÓN DE TERRENOS DE COMUNIDAD CHOROTRAIGUÉN EN COMUNA DE SAN JUAN DE LA COSTA, PROVINCIA DE OSORNO (Región de Los Lagos).


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, a fin de que, por su intermedio, la Armada Nacional informe respecto de NÓMINA DE CONCESIONES EN BORDE COSTERO DE CORONEL Y FISCALIZACIONES DE ELLAS POR AUTORIDAD MARÍTIMA (Octava Región). Al señor Ministro de Educación, a fin de pedirle información relativa a RECLAMACIÓN JUDICIAL POR ASOCIACIÓN DE ACTIVIDAD CIRCENSE CON MALTRATO ANIMAL EN TEXTO DE ESTUDIO. Al señor Ministro de Salud, para solicitarle antecedentes en cuanto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL y con el propósito de que informe sobre GASTO DE MÁS DE 500 MILLONES DE PESOS DE SEREMÍA DEL BIOBÍO PARA CIERRE DE VERTEDERO SANTA ALICIA, SECTOR PATAGUAL, COMUNA DE CORONEL. Al señor Ministro de Energía, a fin de que responda diversas consultas relacionadas con SUMINISTRO ELÉCTRICO DE ISLA SANTA MARÍA, COMUNA DE CORONEL, y para que remita antecedentes actualizados en torno a “PROGRAMA DE VIGILANCIA AMBIENTAL DEL ÁREA DE VERTIMIENTO Y DRAGADO DEL MUELLE PASARELA ENAP REFINERÍAS S.A.” y a PROBLEMAS DE DISEÑO DE MUELLE PASARELA EN BAHÍA SAN VICENTE DE TALCAHUANO. A la señora Ministra del Medio Ambiente, para que informe en cuanto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL. Al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, para que remita antecedentes acerca de RESTITUCIÓN DE GASTO EFECTUADO POR MINISTERIO DE SALUD A RAÍZ DE CIERRE DE VERTEDERO SANTA ALICIA, SECTOR PATAGUAL, COMUNA DE CORONEL. Al señor Director General de Aguas, solicitándole que informe respecto a VERTIMIENTO DE RESIDUOS INDUSTRIALES LÍQUIDOS POR PLANTA DE CELULOSA DE COMPLEJO FORESTAL E INDUSTRIAL NUEVA ALDEA A ESTERO VELENUNQUE EN COMUNA DE RÁNQUIL. A la señora Superintendente de Servicios Sanitarios, pidiéndole información sobre ENTREGA POR CENTRO INTEGRAL DE TRATAMIENTO AMBIENTAL DE RESIDUOS LÍQUIDOS POTENCIALMENTE CONTAMINADOS A ESSBIO PARA TRATAMIENTO; INCIDENCIA DE COSTOS ASOCIADOS EN CLIENTES DOMICILIARIOS, Y EXIGENCIAS A ESSBIO PARA EVITAR CONTAMINACIÓN DE RESTANTES VOLÚMENES DE AGUAS TRATADAS. Al señor Director Nacional de la CONAF, para que indique ESTADO ACTUAL DE PROTOCOLO DE ACUERDO PARA CREACIÓN DE RESERVA NACIONAL NONGUÉN. Y al señor Superintendente de Electricidad y Combustibles, requiriéndole antecedentes acerca de FISCALIZACIÓN DE EVENTUALES COBROS EXCESIVOS POR CGE Y REPACTACIONES SIN CONSENTIMIENTO EN CUENTAS DE ELECTRICIDAD EN COMUNA DE CHIGUAYANTE (los diez últimos de la Región del Biobío).



Del señor PROKURICA:



Al señor Presidente Ejecutivo de la Corporación del Cobre, a fin de que informe sobre CONTRATO DE SUMINISTRO DE AGUA INDUSTRIAL ENTRE DIVISIÓN SALVADOR Y CENTENARIO COPPER CHILE LTDA (Tercera Región).
)--------------(



--Se levantó la sesión a las 19:22.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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